
DIRECTORES:	  MIGUEL ÁNGEL SÁNCHEZ VÁSQUEZ
SECRETARIO  GENERAL  DE  LA  CÁMARA

www.camara.gov.co 

DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ
SECRETARIO  GENERAL  DEL  SENADO 

www.secretariasenado.gov.co 

(Artículo 36,  Ley 5ª de 1992)
IMPRENTA   NACIONAL   DE   COLOMBIA

www.imprenta.gov.co

SENADO Y CÁMARA

AÑO XXXV - Nº 1623	     Bogotá, D. C., viernes, 23 de octubre de 2026	  EDICIÓN  DE  26  PÁGINAS

REPÚBLICA   DE   COLOMBIA

RAMA  LEGISLATIVA  DEL  PODER  PÚBLICO

C Á M A R A   D E   R E P R E S E N T A N T E S

G a c e t a   d e l   C o n g r e s o
I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA FAVORABLE 
PARA PRIMER DEBATE DEL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 327 DE 2026 CÁMARA, 

249 DE 2025 SENADO

por medio de la cual se reconoce a la Feria 
de Cali, a la salsa caleña y las expresiones 

salseras y culturales del bulevar del río como 
patrimonio cultural de la nación y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D. C., 14 de octubre de 2026.
Honorable 
MESA DIRECTIVA
Comisión Sexta 
Cámara de Representantes
Referencia: Informe de Ponencia Favorable 

para Primer Debate del Proyecto de Ley número 
249 de 2025 Senado y 327 de 2026 Cámara, por 
medio de la cual se reconoce a la Feria de Cali, a la 
salsa caleña y las expresiones salseras y culturales 
del bulevar del río como patrimonio cultural de la 
nación y se dictan otras disposiciones.

Cordial saludo.
En cumplimiento de la designación realizada por 

esta instancia, a continuación, nos permitimos rendir 
informe de ponencia favorable para primer debate 
respecto del Proyecto de Ley número 327 de 2026 
Cámara, por medio de la cual se reconoce a la Feria 
de Cali, a la salsa caleña y las expresiones salseras 
y culturales del bulevar del río como patrimonio 
cultural de la nación y se dictan otras disposiciones.

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 327 DE 2026 CÁMARA Y 249 DE 

2025 SENADO
por medio de la cual se reconoce a la Feria 
de Cali, a la salsa caleña y las expresiones 

salseras y culturales del bulevar del río como 
patrimonio cultural de la nación y se dictan otras 

disposiciones.
I.	 OBJETO DE LA LEY.
La presente iniciativa legislativa tiene como 

propósito declarar a la Feria de Cali y a la salsa 
caleña como Patrimonio Cultural de la Nación, en 
reconocimiento a su incalculable valor histórico, 
artístico y social. Estos símbolos constituyen 
una de las expresiones más representativas de la 
identidad caleña y colombiana, al proyectar al país 
como referente mundial de la música, el baile y la 
cultura popular, consolidándose como escenarios 
de integración ciudadana, diversidad y convivencia 
pacífica.
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Asimismo, la declaratoria busca visibilizar 
y fortalecer el impacto cultural, económico y 
turístico de la Feria de Cali y la salsa caleña, como 
motores del desarrollo regional y nacional. En 
este sentido, el reconocimiento estatal no implica 
cargas presupuestales adicionales, sino que pretende 
fomentar la promoción, investigación y difusión 
de estas manifestaciones culturales, reafirmando 
su importancia para la construcción de sentido de 
identidad y para el posicionamiento de Cali en la 
escena cultural internacional.

II.	 MARCO NORMATIVO
1.	 Constitución Política de Colombia:
Artículo 70. El Estado tiene el deber de 

promover y fomentar el acceso a la cultura de todos 
los colombianos en igualdad de oportunidades, por 
medio de la educación permanente y la enseñanza 
científica, técnica, artística y profesional en todas 
las etapas del proceso de creación de la identidad 
nacional.

La cultura en sus diversas manifestaciones es 
fundamento de la nacionalidad. El Estado reconoce 
la igualdad y dignidad de todas las que conviven 
en el país. El Estado promoverá la investigación, 
la ciencia, el desarrollo y la difusión de los valores 
culturales de la Nación.

Artículo 71. La búsqueda del conocimiento 
y la expresión artística son libres. Los planes de 
desarrollo económico y social incluirán el fomento 
a las ciencias y, en general, a la cultura. El Estado 
creará incentivos para personas e instituciones que 
desarrollen y fomenten la ciencia y la tecnología 
y las demás manifestaciones culturales y ofrecerá 
estímulos especiales a personas e instituciones que 
ejerzan estas actividades.

Artículo 72. El patrimonio cultural de la 
Nación está bajo la protección del Estado. El 
patrimonio arqueológico y otros bienes culturales 
que conforman la identidad nacional, pertenecen 
a la Nación y son inalienables, inembargables e 
imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos 
para adquirirlos cuando se encuentren en manos de 
particulares y reglamentará los derechos especiales 
que pudieran tener los grupos étnicos asentados en 
territorios de riqueza arqueológica.

2. Ley 397 de 1997 por la cual se desarrollan los 
artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes 
de la Constitución Política y se dictan normas 
sobre patrimonio cultural, fomentos y estímulos a 
la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y se 
trasladan algunas dependencias.

III.	 CONTEXTO HISTÓRICO Y 
CULTURAL

1.	 Historia:
La Feria de Cali se realizó por primera vez en 

1957, en aquel momento se llamó la “Feria de 
la Caña”. Su origen se atribuye a dos eventos 
diferentes, por un lado, a la inauguración de la Plaza 
de Toros “La Monumental” que hoy se conoce como 
“Arena Cañaveralejo”, por parte de las autoridades 

locales, regionales y algunos grupos de la sociedad 
caleña. Sin embargo, existe otra versión, la cual 
reseña que la creación de la feria fue una forma de 
superar la tragedia ocasionada por la gran explosión 
del 7 de agosto de 1956 y reactivar la economía de 
la Ciudad. Su estructura inicial estuvo conformada 
por cuatro eventos: la Cabalgata, un desfile de 
los Clubes hípicos de la época, a través de la 
cual se dio apertura a la misma desde sus inicios 
hasta 2008. En 2013 se realizó por última vez la 
cabalgata dentro de la programación de la feria, por 
problemas de seguridad y movilidad aducidos por 
la administración municipal; las corridas de toros, 
fueron parte fundamental de esta desde sus inicios, 
siendo uno de los eventos principales y se extendía 
durante los días de la Feria. La “Feria Taurina”, 
evento realizado por el sector privado, mantiene 
un pulso fuerte con los movimientos en su contra y 
un volumen de público que respalda su realización. 
Ambos eventos, la cabalgata y las corridas de toros, 
eran considerados como eventos deportivos por la 
élite que pertenecía a las haciendas y a los dueños 
de empresas que movilizan la economía local y 
regional de aquella época.

Otros eventos dentro de la programación de la 
Feria fueron los desfiles de carrozas con comparsas 
teatralizadas y disfraces y el reinado de “La Caña 
de Azúcar”, ambos retomados de “Las Fiestas 
de la Plaza” de la primera mitad del siglo XX, 
ahora conocido como el Carnaval de Cali Viejo. 
Complementando los eventos antes mencionados, 
se desarrollaban actividades con motivación 
económica del sector privado como exposición y 
venta de diferentes productos y las fiestas en salones/
clubes sociales que posteriormente se ampliaron a 
las nacientes Casetas y las Verbenas Populares, que 
fue la adaptación de las clases populares.

Esta celebración ha contado con seis eventos 
emblemáticos con una antigüedad promedio de 
25 años, lo cual implica una historia cultural y 
evidencia un arraigo en la identidad de la ciudad y 
sus habitantes. Esta antigüedad no solo añade valor 
histórico, sino que también contribuye a la promoción 
del Patrimonio Cultural y a la continuidad de las 
tradiciones, convirtiendo a la Feria en un símbolo de 
orgullo y pertenencia para los caleños.

Se destaca, como se mencionó hace unas líneas, 
el Desfile del Carnaval del Cali Viejo, siendo el 
evento más tradicional de la Feria con 102 años, 
por su origen en el marco de la celebración de “Las 
Fiestas de la Plaza” en 1922, este enmarca aspectos 
culturales e históricos de la Sultana del Valle, donde 
a través de la música, la danza, los trajes típicos, 
refleja la rica diversidad de Cali y promueve la 
cultura popular, ofreciendo una plataforma para 
que grupos folclóricos, comparsas y artistas locales 
puedan exhibir sus talentos y expresar su creatividad.

El Salsódromo (17 años) en la actualidad, un hijo 
del Desfile del Carnaval en el cual los bailadores, 
bailarines, grupos, escuelas y coreógrafos se 
proyectaron a tener su propio espectáculo, es 
un desfile de bailarines de las escuelas de salsa y 
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orquestas que incluye carrozas, coreografías y 
vestuario acompañados por juego de luces y sonido, 
una puesta en escena que en 2007 partió en dos la 
historia de la Feria y de la ciudad y desde el año 
2008 es el acto inaugural de la feria.

El Encuentro de Melómanos y Coleccionistas (33 
años) hace parte del complejo musical dancístico 
de la Salsa y reúne a melómanos, coleccionistas, 
vendedores de discos, discomanos para compartir su 
pasión por la salsa, su saber musical y atraer adeptos, 
este evento ha ido creciendo y transformándose, 
inició como un espacio que buscaron para poner 
en escena, en el marco de la Feria de Cali, lo que 
sucedía en los barrios, las discotecas, las Salsotecas, 
el gusto por escuchar la música, reuniendo e 
integrando en un espacio público, los “tesoros” 
de un grupo de personas de diferentes estratos 
socioeconómicos que les unía su amor por la música 
que llevaban coleccionando por décadas y formando 
un público que disfruta de escuchar la música y que 
ha concentrado en la Ciudad la mayor colección de 
música afroantillana del mundo.

La Feria Rural y Comunera desde el 2003, se ha 
establecido como uno de los eventos fundamentales 
en el marco de la tradicional Feria de Cali, la 
realización de la Feria Comunera, en la que se ha 
presentado una masiva participación, por parte 
de las Comunas y comunidad en general, dentro 
de un clima de sano esparcimiento y diversión, 
logrando los objetivos propuestos con ella cada año, 
descentralizando la Feria y llegando con eventos de 
Calidad a cada comuna.

La Calle de la Feria, que antaño convocaba a 
todos los caleños a disfrutar de una gran fiesta en 
las vías de la ciudad, animada por orquestas, desde 
el año 2014 también fue reemplazo de la cabalgata. 
En las tarimas han circulado artistas de diferentes 
géneros y en este formato se han ubicado las tarimas 
a lo largo de un tramo.

Además de los eventos tradicionales, han formado 
parte de la programación de las recientes Ferias de 
Cali, cuatro eventos de origen reciente 2021-2023, 
con una perspectiva de inclusión como son:

•	 Las Fiestas de Mi Pueblo, una celebración 
y espacio de visibilización de la Vallecaucanidad, 
es un desfile de carrozas y comparsas que exaltan 
actividades culturales, costumbres y tradiciones 
de los municipios seleccionados previamente, este 
evento fue planeado y realizado por la Gobernación 
del Valle con el apoyo de CORFECALI.

•	 La Gran Verbena Salsera de Oriente, una 
apuesta para unir, sanar y reconstruir con el poder 
de la salsa, la timba y nuevos géneros musicales 
urbanos como “salsachoke”, el baile y rituales 
tradicionales de mayoras del Pacífico, a una 
comunidad fragmentada por los eventos que se 
vivieron durante el “Estallido Social”. Este llamado 
a la paz y a la unión fue una estrategia propuesta 
por los Gestores culturales de los barrios junto a los 
habitantes.

•	 La Feria Alternativa, un evento que brindó 
un espacio para el talento y la variedad multicultural 
de la ciudad, reconociendo que existen artistas y 
públicos que gustan de géneros musicales diferentes 
a la salsa, como música andina, música colombiana, 
rock, jazz, blues, plancha y banda.

•	 Ciudad Alegría, se erigió como un evento 
para los niños y sus familias, incluidas las 
mascotas, una iniciativa que brindó diversión, 
arte, ciencia mediante la alianza de CORFECALI 
con el Instituto para Niños Ciegos y Sordos, 
la Alcaldía Distrital (Secretarías de Movilidad 
y Salud), la Universidad del Valle (Carpa 
Melquiades y Bienestar Universitario), Red de 
Bibliotecas Públicas y el Museo Departamental 
(Inciva). En algunas versiones anteriores se llamó 
la Chiquiferia, siendo más orientada a espacios de 
juegos y diversiones.

Para finalizar, un evento nuevo en 2024 y de 
mucha acogida fue el regreso de las Casetas de 
la Feria, donde su concepto agrupa estos tres 
últimos eventos, en dos puntos estratégicos de 
la ciudad como la carrera octava y el boulevard 
del oriente.

2.	 Eventos culturales de la feria:
En la 67 Feria de Cali celebrada en 2024, se 

realizaron los siguientes eventos:

3.	 Salsa caleña:
Según información allegada por Corfecali, 

la salsa caleña se define al “Complejo musical– 
dancístico de la salsa caleña, complejo de la salsa 
caleña de aquí en adelante, como un entramado 
de prácticas, saberes, destrezas, técnicas, objetos, 
vínculos de relación y espacios de interacción 
social y comunitaria, localizadas en el Distrito 
Especial de Santiago de Cali con sus alcances de 
ciudad región y su conformación cultural diversa, 
que ha sido construido, constituido y enriquecido 
constantemente en el tiempo a nivel individual, 
grupal y comunitario, y en diferentes formas de 
asociación, interacción e interdependencia”.

Dicho entramado evidencia cuatro líneas 
centrales que sin acotarlo o fijarlo –el complejo 
de la salsa caleña es un proceso vivo, continuo y 
transversal– sí configuran performances de nivel 
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artístico, prácticas de celebración lúdico–festivas, 
dinámicas de asociatividad y organización y, por 
supuesto, ejercicios de afirmación territorial, en 
los cuáles individuos, agrupaciones y comunidades 
particulares, se reconocen como portadores de una 
manifestación identitaria”.

4.	 Cantantes o grupos de salsa locales de la 
ciudad de Cali que se han destacado o han sido 
invitados para participar en la Feria de Cali:

4.1.	 Orquestas -agrupaciones:
•	 Grupo Niche - Fundado en Cali en 1979 por 

Jairo Varela, es la orquesta más emblemática de la 
ciudad y ha sido protagonista en múltiples ediciones 
de la Feria.

•	 Guayacán Orquesta - Fundada en Cali en 
1983 por Alexis Lozano, también ha sido figura 
central en conciertos y tarimas de la Feria.

•	 Son de Cali - Creada por Willy García y 
Javier Vásquez en 2002, se volvió referente de la 
salsa caleña y ha sido invitada recurrente.

•	 Orquesta Canela - Agrupación femenina 
nacida en Cali en 1992, ha representado a la ciudad 
en diferentes escenarios de la Feria.

•	 Grupo Galé - Orquesta caleña reconocida 
internacionalmente, habitual en la programación 
ferial.

•	 Sonora Carruseles - Fundada en Cali en 
los 90, con un estilo de salsa dura que ha tenido 
presencia en la Feria.

•	 La Misma Gente - Activa desde finales de 
los 70 en Cali, con un sonido clásico de salsa brava.

•	 Orquesta Matecaña - Otra agrupación caleña 
con tradición en la Feria.

•	 Super Combo los Diamantes - Una de las 
primeras agrupaciones salseras de Cali, presente 
desde los años 60.

•	 Los Hermanos Martelo - Pioneros de la salsa 
en Cali, vinculados a las primeras ediciones.

4.2.	 Cantantes:
•	 Willy García - Voz principal de Son de Cali, 

con carrera solista también ligada a la Feria.
•	 Javier Vásquez - exvocalista de Guayacán y 

Son de Cali, siempre presente en escenarios feriales.
•	 Álex Lozano - Director y cantante de 

Guayacán Orquesta.
•	 Mauro Castillo - Cantante y trombonista 

caleño, solista con participaciones en la Feria. 
•	 Luis Felipe González - Reconocido 

intérprete caleño con aportes a la salsa romántica. 
•	 Álex Zapata - Cantante de orquestas locales 

y solista en tarimas de la Feria.
•	 Jimmy Saa - Cantante caleño con fuerte 

presencia en escenarios de la Feria como el Festival 
de Orquestas, Salsódromo, Calle de la Feria y 
tarimas multiculturales, donde representa la fusión 
entre salsa y músicas del Pacífico.

5.	 Proyección internacional y diplomacia 
cultural

La Feria de Cali tiene una dimensión internacional 
que contribuye a la imagen del país. La proyección 
de este evento en el exterior refuerza la estrategia 
de diplomacia cultural de Colombia y complementa 
otras manifestaciones reconocidas como el Carnaval 
de Barranquilla o la Feria de las Flores de Medellín.

En este sentido, la declaratoria legislativa no solo 
reconoce la importancia cultural de la Feria, sino 
que la fortalece como instrumento de proyección 
internacional, contribuyendo a la consolidación de 
Colombia como destino cultural y creativo.

IV.	 IMPACTO ECONÓMICO.
La Secretaría de Cultura Distrital realizó una 

inversión de 11.955 (once mil novecientos noventa 
y cinco millones) en 8 eventos desarrollados en 9 
locaciones y 12 estudios de grabación. Se generaron 
2.155 puestos de trabajo, que corresponden a 1.100 
empleos de tiempo completo. Se logró la reactivación 
de una parte de la cadena de valor del sector de 
actividades artísticas y de entretenimiento de la 
ciudad, movilizando a 12.306 artistas, productores 
y otros (69% de los cuales son artistas y creativos) 
para quienes participar en la Feria les generó, en 
promedio, el 40,8% de sus ingresos durante el mes 
de diciembre.

La Feria de Cali constituye un motor económico 
para la ciudad y la región. Según estudios recientes:

•	 En 2024 recibió alrededor de 80.000 turistas 
internacionales y visitantes nacionales. Generó una 
escalada económica superior a los 480 mil millones 
de pesos, equivalente al 0,45% del PIB local.

•	 Contribuyó a la creación de más de 22.000 
empleos directos e indirectos, beneficiando sectores 
como turismo, hotelería, gastronomía, transporte, 
logística, comercio, arte y cultura.  

•	 Más de 400 MIPYMES, emprendedores 
y colectivos culturales participan anualmente, 
fortaleciendo el tejido productivo local y 
dinamizando la economía naranja.

Estos datos evidencian que la Feria de Cali no es 
únicamente una manifestación cultural, sino también 
un activo económico y turístico de relevancia 
nacional e internacional.

La Feria de Cali impacta los siguientes sectores 
económicos tomando como referencia la demanda 
de bienes, productos y servicios de: bienes agrícolas 
y pecuarios, servicios públicos (energía, gas, 
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acueducto y alcantarillado, telecomunicaciones), 
construcción, industria manufacturera, comercio 
y renta de vehículos, transporte de carga aéreo 
y terrestre, transporte de pasajeros aéreo y 
terrestre, logística y almacenamiento, actividades 
financieras y de seguros, actividades inmobiliarias 
de arrendamiento, actividades profesionales y 
técnicas, administración pública, educación, 
defensa y seguridad y la más relevante, actividades 
del sector artístico, cultural, del entretenimiento y 
la diversión. En cuanto a los datos de la ocupación 
hotelera, en el siguiente cuadro se puede observar 
el comportamiento de este sector en los años 2022, 
2023 y 2024:

Sí es claro que la mayoría de los empleos se 
generan durante los 5 días que comprenden los 
eventos de la Feria de Cali. Los empleos directos 
obedecen en un alto porcentaje al personal requerido 
para el desarrollo de las actividades ejecutadas por 
Corfecali, como lo son: equipo administrativo, 
técnico y operativo, artistas, entre otros. Los 
empleos indirectos son todos aquellos contratados 
por las empresas prestadoras de servicios de 
logística, transporte, alimentación y otros servicios 
que aportan a la cadena de valor del evento, pero 
que no dependen directamente de Corfecali.

Finalmente, de acuerdo con cifras aportadas por 
Corfecali, en 2024 el recaudo tributario en Retención 
en la fuente de industria y comercio ascendió a 
$223.043.000.

 

V.	 IMPACTO FISCAL
El presente proyecto de ley no genera un impacto 

fiscal que implique una modificación en el marco 
presupuestal de mediano plazo, toda vez que no se 
ordena gasto, no se incrementará el Presupuesto 
General de la Nación, ni ocasionará la creación de 
una nueva fuente de financiación.

VI.	 CONCLUSIÓN
La declaratoria de la Feria de Cali como 

Patrimonio Cultural de la Nación constituye un acto 
de reconocimiento y valoración institucional de 
su aporte cultural, social y económico. Al elevarla 
a la categoría de patrimonio nacional, se asegura 
su preservación, se promueve su desarrollo y se 
potencia su impacto positivo en la sociedad y en la 
proyección internacional del país.

Por estas razones, invitamos a los honorables 
congresistas a respaldar el presente proyecto de ley, 
en la certeza de que la Feria de Cali es una de las 
manifestaciones culturales más significativas de 
Colombia y un símbolo de identidad, diversidad y 
creatividad para las presentes y futuras generaciones.

VII. PLIEGO DE MODIFICACIONES 

TEXTO APROBADO POR SENADO TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE EN CÁMARA JUSTIFICACIÓN

Título: “Por medio de la cual se reconoce 
a la feria de Cali, a la salsa caleña y las 
expresiones salseras y culturales del 
bulevar del río como patrimonio cultural de 
la nación y se dictan otras disposiciones”

Título: “Por medio de la cual se reconoce 
a la feria de Cali, a la salsa caleña y las 
expresiones salseras y culturales del 
bulevar del río como patrimonio cultural de 
la nación y se dictan otras disposiciones”

Con el fin de mejorar la técnica 
legislativa y redacción del título 
se realiza un pequeño ajuste.

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene 
por objeto declarar la Feria de Cali, la 
salsa caleña y las expresiones salseras 
y culturales del Bulevar del Río como 
Patrimonio Cultural de la Nación, en 
atención a su valor histórico, artístico, 
económico y social, y a su contribución al 
fortalecimiento de la identidad cultural del 
pueblo caleño y del pueblo colombiano.

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene 
por objeto declarar la Feria de Cali, la 
salsa caleña y las expresiones salseras 
y culturales del Bulevar del Río como 
Patrimonio Cultural de la Nación, en 
atención a su valor histórico, artístico, 
económico y social, y a su contribución al 
fortalecimiento de la identidad cultural del 
pueblo caleño y del pueblo colombiano.

Sin modificaciones 

Artículo 2º. Reconocimiento. 
Reconózcase a la Feria de Cali, organizada 
anualmente en el Distrito Especial de 
Santiago de Cali, la salsa caleña y las 
expresiones salseras y culturales del 
Bulevar del Río como Patrimonio Cultural 
de la Nación, en atención a su tradición, 
arraigo popular y a su contribución 
al fortalecimiento del sector cultural, 
turístico y económico de la región y del 
país.

Artículo 2º. Reconocimiento. 
Reconózcase a la Feria de Cali, organizada 
anualmente en el Distrito Especial de 
Santiago de Cali, la salsa caleña y las 
expresiones salseras y culturales del 
Bulevar del Río como Patrimonio Cultural 
de la Nación, en atención a su tradición, 
arraigo popular y a su contribución 
al fortalecimiento del sector cultural, 
turístico y económico de la región y del 
país.

Sin modificaciones 
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Artículo 3º. Promoción institucional. El 
Gobierno nacional, a través del Ministerio 
de las Culturas, las Artes y los Saberes, 
el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, y en coordinación con las entidades 
territoriales y los organismos culturales 
competentes, promoverá y fomentará 
la divulgación nacional e internacional 
de la Feria de Cali, la salsa caleña y las 
expresiones salseras y culturales del Bulevar 
del Río como eventos emblemáticos del 
patrimonio cultural colombiano. Autorícese 
al Gobierno nacional para incorporar en el 
Presupuesto General de la Nación, conforme 
a sus competencias, a la disponibilidad 
presupuestal y al Marco Fiscal de Mediano 
Plazo, los recursos necesarios para el 
cumplimiento de lo dispuesto en la presente 
ley dentro del marco fiscal de mediano plazo 
y sujeto a la disponibilidad de recursos que 
puedan ser apropiados para tal fin por las 
entidades competentes.

Artículo 3º. Promoción institucional. El 
Gobierno nacional, a través del Ministerio 
de las Culturas, las Artes y los Saberes, 
el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, y en coordinación con las entidades 
territoriales y los organismos culturales 
competentes, promoverá y fomentará la 
divulgación nacional e internacional de la 
Feria de Cali, la salsa caleña y las expresiones 
salseras y culturales del Bulevar del Río 
como eventos emblemáticos del patrimonio 
cultural colombiano.
Parágrafo. Autorícese al Gobierno nacional 
para incorporar en el Presupuesto General de 
la Nación, conforme a sus competencias, a la 
disponibilidad presupuestal y al Marco Fiscal 
de Mediano Plazo, los recursos necesarios 
para el cumplimiento de lo dispuesto en 
la presente ley dentro del marco fiscal de 
mediano plazo y sujeto a la disponibilidad 
de recursos que puedan ser apropiados para 
tal fin por las entidades competentes.

Con el fin de mejorar la técnica 
legislativa y la redacción, se separa 
el último párrafo del artículo y se 
incluye dentro de un parágrafo. 

Artículo  4º. Coordinación 
interinstitucional. Las entidades del 
orden nacional podrán apoyar acciones 
de promoción, circulación cultural, 
investigación y documentación del 
evento, dentro de sus planes, programas 
y estrategias vigentes, sin que para ello 
sea necesario comprometer apropiaciones 
presupuestales nuevas ni crear nuevas 
estructuras administrativas.

Artículo  4º. Coordinación 
interinstitucional. Las entidades del 
orden nacional podrán apoyar acciones 
de promoción, circulación cultural, 
investigación y documentación del 
evento, dentro de sus planes, programas 
y estrategias vigentes, sin que para ello 
sea necesario comprometer apropiaciones 
presupuestales nuevas ni crear nuevas 
estructuras administrativas.

Sin modificaciones 

Artículo 5º. Reconocimiento de actores 
locales. En el marco de esta declaratoria, 
el Gobierno nacional promoverá el 
fortalecimiento del ecosistema cultural y 
creativo local, mediante el reconocimiento 
al papel de artistas, gestores culturales, 
organizaciones comunitarias y MIPYMES 
que participan activamente en la realización 
de la Feria.

Artículo 5º. Reconocimiento de actores 
locales. En el marco de esta declaratoria, 
el Gobierno nacional promoverá el 
fortalecimiento del ecosistema cultural y 
creativo local, mediante el reconocimiento 
al papel de artistas, gestores culturales, 
organizaciones comunitarias y MIPYMES 
que participan activamente en la realización 
de la Feria.

Sin modificaciones 

Artículo 6º. Condiciones de seguridad. 
Durante la celebración de la Feria de Cali 
se incrementará y garantizará la presencia 
de la Fuerza Pública, en articulación y 
coordinación armónica con la Alcaldía 
Distrital de Santiago de Cali y la 
Gobernación del Valle del Cauca, con la 
finalidad de proteger a todos los asistentes.
Parágrafo. Lo dispuesto en el presente 
artículo no podrá implicar detrimento del 
pie de fuerza asignado a las demás entidades 
territoriales, ni de aquel destinado a las 
festividades y eventos que se celebren 
de manera simultánea en el territorio 
nacional. Para tal efecto, autorícese 
a la Policía Nacional y a las Fuerzas 
Militares para movilizar transitoriamente, 
durante la celebración de la Feria, al 
personal uniformado que se encuentre 
desempeñando labores administrativas, 
conforme a la disponibilidad y a las 
decisiones operativas del Ministerio de 
Defensa Nacional.

Artículo 6º. Condiciones de seguridad. 
Durante la celebración de la Feria de Cali 
se incrementará y garantizará la presencia 
de la Fuerza Pública, en articulación y 
coordinación armónica con la Alcaldía 
Distrital de Santiago de Cali y la 
Gobernación del Valle del Cauca, con la 
finalidad de proteger a todos los asistentes. 
Parágrafo. Lo dispuesto en el presente 
artículo no podrá implicar detrimento del 
pie de fuerza asignado a las demás entidades 
territoriales, ni de aquel destinado a las 
festividades y eventos que se celebren 
de manera simultánea en el territorio 
nacional. Para tal efecto, autorícese 
a la Policía Nacional y a las Fuerzas 
Militares para movilizar transitoriamente, 
durante la celebración de la Feria, al 
personal uniformado que se encuentre 
desempeñando labores administrativas, 
conforme a la disponibilidad y a las 
decisiones operativas del Ministerio de 
Defensa Nacional.

Sin modificaciones 
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Artículo 7º. Medidas especiales de 
recuperación para los actores del sector 
cultural afectados por desastres. Con 
ocasión del terremoto ocurrido el 10 de 
agosto de 2026 y de los daños ocasionados 
en el Distrito Especial de Santiago de Cali 
y en los municipios del departamento del 
Valle del Cauca que hayan sido afectados, 
el Gobierno nacional, a través del Ministerio 
de las Culturas, las Artes y los Saberes, en 
coordinación con las entidades territoriales 
competentes, implementará medidas 
especiales de recuperación y fortalecimiento 
dirigidas a artistas, gestores culturales, 
organizaciones culturales, trabajadores de la 
economía creativa, emprendedores y micro, 
pequeñas y medianas empresas vinculadas 
a las actividades culturales, artísticas y 
turísticas relacionadas con la Feria de Cali, 
la salsa caleña y las demás expresiones 
culturales reconocidas en la presente ley, que 
hayan resultado damnificados o afectados 
por el desastre. 
Para tal efecto, podrán establecerse, de 
acuerdo con la disponibilidad presupuestal 
y dentro de los programas y mecanismos 
existentes, las siguientes medidas: 
1. Apoyos económicos de carácter temporal 
y no reembolsable para la recuperación de 
bienes, equipos, instrumentos, vestuario, 
elementos de producción, establecimientos 
y demás activos indispensables para el 
desarrollo de las actividades culturales y 
artísticas afectados por el terremoto. 
2. Convocatorias y estímulos de carácter 
prioritario para artistas, gestores, 
organizaciones y emprendimientos culturales 
afectados, con procedimientos simplificados 
y criterios de priorización acordes con la 
situación de emergencia.
3. Habilitación y recuperación de espacios 
culturales y escenarios para la práctica 
y circulación artística, cuando estos 
hayan sufrido daños como consecuencia 
del desastre, procurando garantizar la 
continuidad de las actividades culturales y 
económicas de las comunidades afectadas. 
4. Asistencia técnica y acompañamiento 
institucional para la recuperación de los 
emprendimientos y unidades productivas 
del sector cultural y creativo afectados, así 
como para su acceso a los programas de 
financiación, estímulos y demás instrumentos 
existentes. 5. Priorización de los actores 
culturales damnificados en las convocatorias, 
estímulos y programas de fortalecimiento 
que adelante el Gobierno nacional durante 
los dos (2) años siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley. 
Parágrafo 1°. Para acceder a las medidas 
previstas en el presente artículo, los 
beneficiarios deberán acreditar su condición 
de damnificados o afectados mediante los 
mecanismos y registros oficiales establecidos 
por las autoridades competentes para la 
atención del desastre. 

Artículo 7º. Medidas especiales de 
recuperación para los actores del sector 
cultural afectados por desastres. Con 
ocasión del terremoto ocurrido el 10 de 
agosto de 2026 y de los daños ocasionados 
en el Distrito Especial de Santiago de Cali 
y en los municipios del departamento del 
Valle del Cauca que hayan sido afectados, 
el Gobierno nacional, a través del Ministerio 
de las Culturas, las Artes y los Saberes, en 
coordinación con las entidades territoriales 
competentes, implementará medidas 
especiales de recuperación y fortalecimiento 
dirigidas a artistas, gestores culturales, 
organizaciones culturales, trabajadores de la 
economía creativa, emprendedores y micro, 
pequeñas y medianas empresas vinculadas 
a las actividades culturales, artísticas y 
turísticas relacionadas con la Feria de Cali, 
la salsa caleña y las demás expresiones 
culturales reconocidas en la presente ley, que 
hayan resultado damnificados o afectados 
por el desastre. 
Para tal efecto, podrán establecerse, de 
acuerdo con la disponibilidad presupuestal 
y dentro de los programas y mecanismos 
existentes, las siguientes medidas: 
1. Apoyos económicos de carácter temporal 
y no reembolsable para la recuperación de 
bienes, equipos, instrumentos, vestuario, 
elementos de producción, establecimientos 
y demás activos indispensables para el 
desarrollo de las actividades culturales y 
artísticas afectados por el terremoto. 
2. Convocatorias y estímulos de carácter 
prioritario para artistas, gestores, 
organizaciones y emprendimientos culturales 
afectados, con procedimientos simplificados 
y criterios de priorización acordes con la 
situación de emergencia.
3. Habilitación y recuperación de espacios 
culturales y escenarios para la práctica 
y circulación artística, cuando estos 
hayan sufrido daños como consecuencia 
del desastre, procurando garantizar la 
continuidad de las actividades culturales y 
económicas de las comunidades afectadas. 
4. Asistencia técnica y acompañamiento 
institucional para la recuperación de los 
emprendimientos y unidades productivas 
del sector cultural y creativo afectados, así 
como para su acceso a los programas de 
financiación, estímulos y demás instrumentos 
existentes. 5. Priorización de los actores 
culturales damnificados en las convocatorias, 
estímulos y programas de fortalecimiento 
que adelante el Gobierno nacional durante 
los dos (2) años siguientes a la entrada en 
vigencia de la presente ley. 
Parágrafo 1°. Para acceder a las medidas 
previstas en el presente artículo, los 
beneficiarios deberán acreditar su condición 
de damnificados o afectados mediante los 
mecanismos y registros oficiales establecidos 
por las autoridades competentes para la 
atención del desastre. 

Sin modificaciones 
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Parágrafo 2°. Las medidas previstas en 
este artículo se desarrollarán con cargo a las 
apropiaciones y programas existentes, así 
como a los recursos que legalmente puedan 
destinarse para la atención de la emergencia 
y la recuperación económica, cultural y 
social de las zonas afectadas, de conformidad 
con el marco fiscal y las disposiciones 
presupuestales vigentes. 
Parágrafo 3°. La implementación de las 
medidas previstas en este artículo no podrá 
implicar la creación de nuevos fondos, 
entidades o estructuras administrativas.

Parágrafo 2°. Las medidas previstas en 
este artículo se desarrollarán con cargo a las 
apropiaciones y programas existentes, así 
como a los recursos que legalmente puedan 
destinarse para la atención de la emergencia 
y la recuperación económica, cultural y 
social de las zonas afectadas, de conformidad 
con el marco fiscal y las disposiciones 
presupuestales vigentes. 
Parágrafo 3°. La implementación de las 
medidas previstas en este artículo no podrá 
implicar la creación de nuevos fondos, 
entidades o estructuras administrativas.

Artículo 8º. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Artículo 8º. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Sin modificaciones 

VIII.	 PROPOSICIÓN 
En mérito a lo expuesto, nos permitimos rendir 

informe de ponencia positiva y solicitamos a los 
honorables Representantes de la Comisión Sexta 
dar primer debate al Proyecto de Ley número 249 
de 2025 Senado y 327 de 2026 Cámara, por medio 
de la cual se reconoce a la Feria de Cali, a la salsa 
caleña y las expresiones salseras y culturales del 
bulevar del río como patrimonio cultural de la 
nación y se dictan otras disposiciones. 

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE DE LA CÁMARA DE 

REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY 
por medio de la cual se reconoce la Feria de Cali, la 
salsa caleña y las expresiones salseras y culturales 
del bulevar del río como patrimonio cultural de la 

nación y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto declarar la Feria de Cali, la salsa caleña y las 
expresiones salseras y culturales del Bulevar del Río 
como Patrimonio Cultural de la Nación, en atención 
a su valor histórico, artístico, económico y social, y 
a su contribución al fortalecimiento de la identidad 
cultural del pueblo caleño y del pueblo colombiano.

Artículo 2º. Reconocimiento. Reconózcase a la 
Feria de Cali, organizada anualmente en el Distrito 
Especial de Santiago de Cali, la salsa caleña y las 
expresiones salseras y culturales del Bulevar del Río 
como Patrimonio Cultural de la Nación, en atención 
a su tradición, arraigo popular y a su contribución 

al fortalecimiento del sector cultural, turístico y 
económico de la región y del país.

Artículo 3º. Promoción institucional. El 
Gobierno nacional, a través del Ministerio de las 
Culturas, las Artes y los Saberes, el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, y en coordinación 
con las entidades territoriales y los organismos 
culturales competentes, promoverá y fomentará 
la divulgación nacional e internacional de la Feria 
de Cali, la salsa caleña y las expresiones salseras 
y culturales del Bulevar del Río como eventos 
emblemáticos del patrimonio cultural colombiano.

Parágrafo. Autorícese al Gobierno nacional para 
incorporar en el Presupuesto General de la Nación, 
conforme a sus competencias, a la disponibilidad 
presupuestal y al Marco Fiscal de Mediano Plazo, 
los recursos necesarios para el cumplimiento de lo 
dispuesto en la presente ley dentro del marco fiscal 
de mediano plazo y sujeto a la disponibilidad de 
recursos que puedan ser apropiados para tal fin por 
las entidades competentes.

Artículo 4º. Coordinación interinstitucional. 
Las entidades del orden nacional podrán apoyar 
acciones de promoción, circulación cultural, 
investigación y documentación del evento, dentro de 
sus planes, programas y estrategias vigentes, sin que 
para ello sea necesario comprometer apropiaciones 
presupuestales nuevas ni crear nuevas estructuras 
administrativas.

Artículo 5º. Reconocimiento de actores locales. 
En el marco de esta declaratoria, el Gobierno nacional 
promoverá el fortalecimiento del ecosistema cultural 
y creativo local, mediante el reconocimiento al 
papel de artistas, gestores culturales, organizaciones 
comunitarias y MIPYMES que participan 
activamente en la realización de la Feria.

Artículo 6º. Condiciones de seguridad. Durante 
la celebración de la Feria de Cali se incrementará 
y garantizará la presencia de la Fuerza Pública, en 
articulación y coordinación armónica con la Alcaldía 
Distrital de Santiago de Cali y la Gobernación del 
Valle del Cauca, con la finalidad de proteger a todos 
los asistentes.
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Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo 
no podrá implicar detrimento del pie de fuerza 
asignado a las demás entidades territoriales, ni de 
aquel destinado a las festividades y eventos que 
se celebren de manera simultánea en el territorio 
nacional. Para tal efecto, autorícese a la Policía 
Nacional y a las Fuerzas Militares para movilizar 
transitoriamente, durante la celebración de la 
Feria, al personal uniformado que se encuentre 
desempeñando labores administrativas, conforme a 
la disponibilidad y a las decisiones operativas del 
Ministerio de Defensa Nacional.

Artículo 7º. Medidas especiales de recuperación 
para los actores del sector cultural afectados por 
desastres. Con ocasión del terremoto ocurrido el 
10 de agosto de 2026 y de los daños ocasionados 
en el Distrito Especial de Santiago de Cali y en los 
municipios del departamento del Valle del Cauca que 
hayan sido afectados, el Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes, 
en coordinación con las entidades territoriales 
competentes, implementará medidas especiales de 
recuperación y fortalecimiento dirigidas a artistas, 
gestores culturales, organizaciones culturales, 
trabajadores de la economía creativa, emprendedores 
y micro, pequeñas y medianas empresas vinculadas 
a las actividades culturales, artísticas y turísticas 
relacionadas con la Feria de Cali, la salsa caleña y 
las demás expresiones culturales reconocidas en la 
presente ley, que hayan resultado damnificados o 
afectados por el desastre. 

Para tal efecto, podrán establecerse, de acuerdo 
con la disponibilidad presupuestal y dentro de los 
programas y mecanismos existentes, las siguientes 
medidas: 

1.	 Apoyos económicos de carácter temporal 
y no reembolsable para la recuperación de bienes, 
equipos, instrumentos, vestuario, elementos de 
producción, establecimientos y demás activos 
indispensables para el desarrollo de las actividades 
culturales y artísticas afectados por el terremoto. 

2.	 Convocatorias y estímulos de carácter 
prioritario para artistas, gestores, organizaciones 
y emprendimientos culturales afectados, con 
procedimientos simplificados y criterios de 
priorización acordes con la situación de emergencia.

3.	 Habilitación y recuperación de espacios 
culturales y escenarios para la práctica y circulación 
artística, cuando estos hayan sufrido daños como 
consecuencia del desastre, procurando garantizar 
la continuidad de las actividades culturales y 
económicas de las comunidades afectadas. 

4.	 Asistencia técnica y acompañamiento 
institucional para la recuperación de los 
emprendimientos y unidades productivas del sector 
cultural y creativo afectados, así como para su 
acceso a los programas de financiación, estímulos y 
demás instrumentos existentes. 

5.	 Priorización de los actores culturales 
damnificados en las convocatorias, estímulos 
y programas de fortalecimiento que adelante 
el Gobierno nacional durante los dos (2) años 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Parágrafo 1°. Para acceder a las medidas previstas 
en el presente artículo, los beneficiarios deberán 
acreditar su condición de damnificados o afectados 
mediante los mecanismos y registros oficiales 
establecidos por las autoridades competentes para la 
atención del desastre. 

Parágrafo 2°. Las medidas previstas en este 
artículo se desarrollarán con cargo a las apropiaciones 
y programas existentes, así como a los recursos que 
legalmente puedan destinarse para la atención de la 
emergencia y la recuperación económica, cultural y 
social de las zonas afectadas, de conformidad con 
el marco fiscal y las disposiciones presupuestales 
vigentes. 

Parágrafo 3°. La implementación de las medidas 
previstas en este artículo no podrá implicar la 
creación de nuevos fondos, entidades o estructuras 
administrativas.

Artículo 8º. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.
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INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
PRIMER DEBATE EN LA COMISIÓN 

SEGUNDA DE LA CÁMARA DE 
REPRESENTANTES AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 286 DE 2026 CÁMARA
por medio de la cual se modifica el artículo 15 de la 
Ley 2586 del 19 de junio de 2026 para incluir una 
infracción aduanera que prohíba la importación 
o exportación de bienes, productos o mercancías 
hacia y desde territorio aduanero nacional, que 

hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, 
transformados, distribuidos o comercializados a partir 

de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan otras 
disposiciones.

Bogotá, D. C., 21 de octubre de 2026
Honorable:
MESA DIRECTIVA
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Referencia: Informe de Ponencia Positiva para 

primer debate en la Comisión Segunda de la Cámara 
de Representantes al Proyecto de Ley número 286 
de 2026 Cámara, por medio de la cual se modifica 
el artículo 15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 
para incluir una infracción aduanera que prohíba 
la importación o exportación de bienes, productos o 
mercancías hacia y desde territorio aduanero nacional, 
que hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, 
transformados, distribuidos o comercializados a partir 
de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan otras 
disposiciones.

Honorables Representantes a la Cámara,
En cumplimiento de la asignación como ponentes 

que realizó la honorable Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda de la Cámara de Representantes mediante 
número de radicado CSCP - 3.2.02.215/2026 (IS) y 
de conformidad con lo establecido en el artículo 156 
de la Ley 5ª de 1992, procedemos a rendir Informe 
de Ponencia Positiva para Primer Debate al Proyecto 
de Ley número 286 de 2026 Cámara, por medio de la 
cual se modifica el artículo 15 de la Ley 2586 del 19 
de junio de 2026 para incluir una infracción aduanera 
que prohíba la importación o exportación de bienes, 
productos o mercancías hacia y desde territorio 
aduanero nacional, que hayan sido extraídos, 
producidos, manufacturados, transformados, 
distribuidos o comercializados a partir de trabajo 
forzoso u obligatorio y se dictan otras disposiciones. 

De los honorables congresistas:

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA 
PRIMER DEBATE

PROYECTO DE LEY NÚMERO 286 DE 2026 
CÁMARA

por medio de la cual se modifica el artículo 15 de 
la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 para incluir 

una infracción aduanera que prohíba la importación 
o exportación de bienes, productos o mercancías 
hacia y desde territorio aduanero nacional, que 

hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, 
transformados, distribuidos o comercializados a 

partir de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan 
otras disposiciones.

La presente ponencia consta de las siguientes 
partes:

1.	 Trámite legislativo y antecedentes.
2.	 Objeto, contenido y justificación del proyecto 

de ley.
3.	 Fundamento constitucional, legal y 

jurisprudencial.
4.	 Impacto fiscal.
5.	 Pliego de modificaciones.
6.	 Conflicto de interés.
7.	 Proposición.
8.	 Texto propuesto para primer debate.
9.	 Referencias bibliográficas y normativas.
1.	 TRÁMITE LEGISLATIVO Y 

ANTECEDENTES
1.1.	 Radicación del proyecto de ley
El Proyecto de Ley número 286 de 2026 Cámara 

fue radicado ante la Secretaría General de la Cámara 
de Representantes el 26 de agosto de 2026, bajo el 
título:

“Por medio de la cual se modifica el artículo 15 
de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 para incluir 
una infracción aduanera que prohíba la importación 
o exportación de bienes, productos o mercancías 
hacia y desde territorio aduanero nacional, que 
hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, 
transformados, distribuidos o comercializados a 
partir de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan 
otras disposiciones”.

La iniciativa fue publicada en la Gaceta del 
Congreso número 1227 de 2026.

El proyecto tiene como finalidad incorporar dentro 
del régimen sancionatorio aduanero una conducta 
relacionada con la importación y exportación de 
bienes vinculados con trabajo forzoso u obligatorio, 
estableciendo para ello una tipicidad de la infracción 
de carácter gravísimo y una sanción de multa 
equivalente a mil (1.000) UVT por operación.

El Proyecto de Ley número 286 de 2026, fue 
asignado a los Representantes a la Cámara honorable 
Representante María del Carmen Mayusa de Cruz, 
Coordinadora Ponente honorable Representante 
José Fredy Arias Herrera, Ponente honorable 
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Representante Diana Carolina Riveros Páez, Ponente, 
por parte de la Secretaría de la Comisión Segunda, a 
través de la comunicación CSCP - 3.2.02.215/2026 
(IS) el veintitrés (23) de septiembre de 2026, 
otorgando un término de quince (15) días calendario 
para la presentación del correspondiente informe.

Posteriormente, a través de la comunicación CSCP 
- 3.2.02.287/2026, se otorgó por parte de la Secretaría 
de la Comisión Segunda una prórroga de ocho (8) días 
calendario para la presentación del presente informe, 
término dentro del cual se radica. 

En consecuencia, el presente informe corresponde 
al trámite de primer debate ante la Comisión Segunda 
de la Cámara de Representantes y tiene como propósito 
exponer las consideraciones de los ponentes sobre la 
conveniencia, pertinencia y viabilidad constitucional 
y legal de la iniciativa, a partir del texto propuesto 
y de los antecedentes que integran el expediente del 
proyecto.

Es preciso señalar que el articulado planteado en 
la ponencia para primer debate presentada, se acoge 
con modificaciones y ajustes, razón por la cual las 
modificaciones que se introducen en el presente 
informe se circunscriben a los demás acápites de la 
ponencia.

1.2.	 Antecedentes legislativos
La iniciativa se inscribe en el proceso de 

actualización del régimen sancionatorio y de decomiso 
de mercancías en materia aduanera adoptado mediante 
la Ley 2586 del 19 de junio de 2026. El artículo 15 
de dicha ley establece las infracciones aduaneras y 
las sanciones aplicables, diferenciando las conductas 
según el sujeto obligado y su gravedad.

En particular, el numeral 15.2 regula las 
“Infracciones de los Declarantes”. Dentro de este 
régimen, el numeral 15.2.1 contiene las infracciones 
calificadas como gravísimas, incluyendo en el 
subnumeral 15.2.1.5 la importación o exportación 
de mercancías de prohibida importación o que por 
disposición de autoridad competente no puedan 
ingresar al territorio aduanero nacional, conducta 
sancionada con multa de mil (1.000) UVT por 
operación.

El presente proyecto de ley busca adicionar 
una nueva conducta, identificada como 15.2.1.7, 
relacionada específicamente con bienes producidos 
mediante trabajo forzoso u obligatorio, dentro de las 
competencias que corresponden al Congreso de la 
República.

1.3.	 Antecedente jurisprudencial relevante
Uno de los antecedentes jurídicos relevantes 

para la iniciativa corresponde a la Sentencia C-441 
de 2021 de la Corte Constitucional, en la cual la 
Corporación examinó la reserva legal aplicable al 
régimen sancionatorio aduanero. La jurisprudencia 
constitucional resulta especialmente relevante 
porque el diseño de las infracciones y sanciones 
administrativas exige que sus elementos esenciales se 
encuentren determinados directamente por la ley, sin 
que el reglamento pueda sustituir al legislador en la 

definición del núcleo de las conductas sancionables. 
La presente ponencia, por tanto, fortalece el texto 
originalmente radicado con el propósito de garantizar 
que la conducta, el sujeto responsable, la consecuencia 
jurídica y las garantías aplicables queden definidos 
directamente por el legislador.

1.4.	 Hecho normativo sobreviniente: Decreto 
número 1444 de 2026

Con posterioridad a la radicación del presente 
proyecto de Ley, el Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, expidió 
el Decreto número 1444 del 28 de septiembre de 
2026, “Por el cual se prohíbe la importación de 
bienes producidos total o parcialmente mediante 
trabajo forzoso u obligatorio, y se dictan otras 
disposiciones”.

El decreto define el trabajo forzoso u obligatorio 
conforme al artículo 2° del Convenio 29 de la 
Organización Internacional del Trabajo y establece 
que las mercancías producidas mediante trabajo 
forzoso tendrán la calidad de mercancías prohibidas, 
quedando sometidas a los controles, tratamientos 
y consecuencias jurídicas previstas en la Ley 2586 
de 2026 y demás normas aduaneras aplicables. El 
Decreto número 1444 asigna a la DIAN competencias 
de control, fiscalización, investigación, requerimiento 
de información, práctica y valoración de pruebas, 
aprehensión y decomiso.

Este hecho normativo confirma la pertinencia de 
la materia y demuestra la necesidad de consolidar 
mediante ley ordinaria los elementos esenciales de la 
infracción, particularmente respecto de la tipicidad, 
sujeto responsable, sanción, reglas probatorias y 
garantías del debido proceso. Adicionalmente, el 
proyecto de ley incorpora expresamente la dimensión 
de las exportaciones, mientras que el Decreto número 
1444 se concentra en la prohibición de importación.

2.	 OBJETO, CONTENIDO Y 
JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY

2.1.	 Objeto
El Proyecto de Ley número 286 de 2026 Cámara 

tiene por objeto modificar el artículo 15 de la Ley 
2586 de 2026, adicionando una infracción aduanera 
destinada a impedir la importación y exportación 
de bienes, productos o mercancías que hayan 
sido extraídos, producidos, manufacturados o 
transformados, total o parcialmente, mediante trabajo 
forzoso u obligatorio. La iniciativa se inscribe en el 
deber del Estado colombiano de prevenir, erradicar 
y sancionar las distintas manifestaciones del trabajo 
forzoso, en consonancia con las responsabilidades 
internacionales asumidas por el Estado Colombiano 
en el marco de tratados de derechos humanos y 
derechos laborales.

La medida responde a la necesidad de incorporar 
al orden jurídico interno los mandatos derivados de 
las responsabilidades internacionales del Estado 
Colombiano en esta materia, colocándola en 
armonía con la Constitución y los compromisos 
internacionales adquiridos en las Normas 
Internacionales del Trabajo que protegen los derechos 
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humanos laborales, emanadas fundamentalmente 
de los convenios e instrumentos de la OIT y otras 
organizaciones internacionales. 

El proyecto de ley pretende que el régimen 
aduanero colombiano incorpore expresamente 
el origen laboral ilícito de las mercancías como 
un factor jurídicamente relevante para su control 
en el régimen sancionatorio, de manera que la 
apertura comercial, la facilitación del comercio y 
la integración de Colombia en las cadenas globales 
de suministro no puedan operar en detrimento 
de la dignidad humana ni convertirse en fuentes 
de legitimación económica del trabajo forzoso u 
obligatorio. Se trata, así, de armonizar la regulación 
legal aduanera con el mandato constitucional de 
protección del trabajo en condiciones dignas y justas, 
con el principio de prevalencia de los derechos 
humanos y con las obligaciones internacionales que 
Colombia ha asumido al ratificar los Convenios de 
la OIT sobre trabajo forzoso. 

2.2.	 Contenido
El Proyecto de Ley número 286 de 2026 Cámara 

fue estructurado originalmente en tres (3) artículos 
y tiene como eje central la incorporación de una 
nueva infracción al régimen sancionatorio aduanero 
previsto en la Ley 2586 de 2026, con el propósito 
de fortalecer la respuesta del ordenamiento jurídico 
colombiano frente a las operaciones de comercio 
exterior relacionadas con bienes producidos mediante 
trabajo forzoso u obligatorio. La iniciativa busca 
armonizar la normativa interna con la Constitución 
Política y con las obligaciones internacionales 
asumidas por Colombia, particularmente las 
derivadas de los Convenios número 29 y 105 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), así 
como responder a la evolución de los instrumentos 
jurídicos internacionales orientados a garantizar 
cadenas de suministro respetuosas de la dignidad 
humana y los derechos humanos. El proyecto 
originalmente presentado, concibe la regulación 
aduanera como un instrumento adicional para 
prevenir que mercancías vinculadas con formas de 
trabajo forzoso puedan ingresar o salir del territorio 
aduanero nacional y generar beneficios económicos 
en los mercados nacionales o internacionales.

El artículo primero establece el objeto de la 
ley y propone modificar el artículo 15 de la Ley 
2586 de 2026 con el propósito de incorporar una 
infracción aduanera que prohíba la importación o 
exportación de bienes, productos o mercancías hacia 
y desde el territorio aduanero nacional cuando estos 
hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, 
transformados, distribuidos o comercializados a partir 
de trabajo forzoso u obligatorio. 

El artículo segundo, que constituye el núcleo 
sustantivo de la iniciativa, dispone la adición del 
subnumeral 15.2.1.7 al numeral 15.2.1 del artículo 
15 de la Ley 2586 de 2026, dentro de la categoría 
de infracciones gravísimas de los declarantes. En su 
formulación original, la nueva conducta sancionable 
comprende la importación o exportación de bienes, 

productos o mercancías vinculados con trabajo 
forzoso u obligatorio y establece como consecuencia 
jurídica una multa equivalente a mil (1.000) Unidades 
de Valor Tributario (UVT) por cada operación, como 
un supuesto jurídicamente relevante dentro del control 
aduanero.

La investigación, determinación y aplicación de 
la prohibición y de la sanción se sujetarán al régimen 
aduanero vigente y, en lo no previsto, a las disposiciones 
normativas vigentes, garantizando en todo caso los 
derechos de defensa y contradicción del usuario 
aduanero investigado. La iniciativa parte, por tanto, de 
una doble dimensión, en la medida que por un lado, 
establece una prohibición material sobre determinadas 
mercancías vinculadas con trabajo forzoso; y, por 
otro, incorpora dicha prohibición dentro del régimen 
de infracciones y sanciones aduaneras, asignándole la 
categoría de infracción gravísima y una consecuencia 
pecuniaria determinada. Esta estructura resulta 
coherente con la finalidad declarada en la exposición 
de motivos de fortalecer la capacidad institucional 
del Estado para prevenir, investigar y sancionar 
operaciones de comercio exterior relacionadas con 
cadenas productivas en las que se utilice trabajo 
forzoso, sin desconocer las garantías propias del 
procedimiento administrativo sancionatorio.

Finalmente, el artículo tercero establece que la 
ley regirá a partir de la fecha de su promulgación y 
derogará las disposiciones que le sean contrarias. 
La ponencia propone conservar la estructura básica 
de tres artículos y la finalidad sustantiva de la 
iniciativa, pero introducir ajustes relevantes en el 
artículo segundo, por cuanto la creación de una 
nueva infracción aduanera gravísima exige un grado 
particularmente elevado de precisión normativa. En 
consecuencia, las modificaciones propuestas buscan 
delimitar con mayor claridad la conducta sancionable, 
precisar el vínculo jurídicamente relevante entre 
el trabajo forzoso y las mercancías objeto de la 
operación de comercio exterior, determinar los sujetos 
eventualmente responsables, establecer parámetros 
de valoración probatoria y evitar que instrumentos de 
gestión del riesgo, alertas o información de terceros 
sean utilizados como presunciones automáticas de 
responsabilidad. 

Estos ajustes no desnaturalizan la propuesta 
presentada originalmente, sino que buscan dotarla 
de mayor seguridad jurídica, taxatividad, coherencia 
con el régimen sancionatorio de la Ley 2586 de 2026 
y compatibilidad con los principios constitucionales 
de legalidad, tipicidad, debido proceso, defensa, 
contradicción y proporcionalidad, preservando 
al mismo tiempo el propósito fundamental de la 
iniciativa: impedir que las operaciones de comercio 
exterior colombianas contribuyan a la reproducción 
económica de formas de trabajo forzoso u obligatorio.

2.3.	 Justificación
El trabajo forzoso u obligatorio constituye una de 

las formas más graves de afectación de la dignidad 
humana, la libertad individual y los derechos 
fundamentales asociados al trabajo, en cuanto supone 
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la utilización de la fuerza, la coacción, la amenaza o 
cualquier otra forma de sometimiento para obtener de 
una persona la realización de su trabajo en contra de su 
voluntad. Su prohibición encuentra fundamento directo 
en la Constitución Política, cuyo artículo 17 establece 
de manera categórica que “se prohíben la esclavitud, la 
servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus 
formas”, mientras que los artículos 25 y 53 reconocen 
el trabajo como un derecho y una obligación social 
que debe desarrollarse en condiciones dignas y justas.  
Esta protección constitucional debe interpretarse, 
además, en armonía con el artículo 93 superior y con 
los instrumentos internacionales de derechos humanos 
y de derecho internacional del trabajo ratificados por 
Colombia. Particularmente, el Convenio 29 de 1930 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
sobre el trabajo forzoso, define esta práctica como 
todo trabajo o servicio exigido a una persona bajo la 
amenaza de una pena y para el cual esta no se haya 
ofrecido voluntariamente; y el Convenio 105 de 1957 
de la OIT, sobre la abolición del trabajo forzoso, 
compromete a los Estados a adoptar medidas eficaces 
para lograr su abolición inmediata y completa. De esta 
manera, la lucha contra el trabajo forzoso no constituye 
únicamente una cuestión de política laboral, sino una 
obligación estatal de protección de la dignidad, la 
libertad y los derechos humanos que debe proyectarse 
sobre los distintos ámbitos de la actividad económica.

La prohibición del trabajo forzoso adquiere una 
dimensión particularmente relevante cuando los 
bienes obtenidos mediante estas prácticas ingresan al 
circuito formal del comercio nacional o internacional. 
En efecto, la explotación de trabajadores puede generar 
una ventaja económica indebida para determinados 
productores, proveedores o agentes de las cadenas 
de suministro, trasladando al mercado los beneficios 
derivados de una conducta que desconoce derechos 
humanos fundamentales. En estas circunstancias, 
permitir la libre circulación de mercancías cuya 
producción se encuentra vinculada con trabajo 
forzoso implica el riesgo de normalizar, incentivar o 
reproducir económica y socialmente dichas prácticas, 
al posibilitar que los productos obtenidos mediante 
explotación coercitiva compitan en condiciones 
aparentemente ordinarias con aquellos producidos 
respetando los derechos laborales. 

Por ello, la intervención del régimen aduanero 
resulta constitucionalmente legítima y necesaria, no 
como una restricción general al comercio, sino como 
un mecanismo específico de prevención frente a una 
modalidad de producción y circulación incompatible 
con el orden constitucional y las responsabilidades 
internacionales del Estado Colombiano. Esta finalidad 
se encuentra reforzada por el Protocolo de 2014 
relativo al Convenio 29 de la OIT, que exige a los 
Estados adoptar medidas eficaces para prevenir y 
eliminar el trabajo forzoso, proteger a sus víctimas y 
garantizar mecanismos adecuados de reparación, así 
como por el desarrollo de los principios fundamentales 
de la OIT relativos a la eliminación de todas las formas 
de trabajo forzoso. En este contexto, el proyecto de 
Ley pretende que la política aduanera colombiana no 

se limite al control tributario, documental o comercial 
de las mercancías, sino que incorpore también una 
dimensión de protección de derechos fundamentales y 
prevención de las cadenas económicas sustentadas en 
formas contemporáneas de esclavitud.

Esta finalidad resulta plenamente compatible con 
el régimen constitucional de libertad económica. El 
artículo 333 de la Constitución reconoce la libertad 
de empresa y la iniciativa privada, pero expresamente 
dispone que la actividad económica y la iniciativa 
privada “no podrán ser ejercidas en detrimento del 
bien común” y que la empresa tiene una función 
social que implica obligaciones. Por consiguiente, la 
libertad económica no puede ser entendida como una 
autorización para participar en mercados o cadenas 
de suministro cuyo funcionamiento dependa de la 
vulneración grave de derechos fundamentales. La 
medida propuesta busca precisamente establecer 
un límite razonable, determinado y proporcional a 
las operaciones de comercio exterior, mediante la 
incorporación de una infracción aduanera aplicable 
cuando se encuentre debidamente acreditado el 
vínculo entre las mercancías objeto de la operación y 
la utilización de trabajo forzoso u obligatorio. 

No se pretende, por tanto, establecer una prohibición 
indiscriminada sobre bienes provenientes de 
determinados países, sectores o empresas, ni trasladar 
automáticamente responsabilidad a todos los actores de 
una cadena comercial; por el contrario, la finalidad es 
dotar a la administración aduanera de una herramienta 
jurídica que permita actuar frente a casos concretos, 
individualizables y debidamente acreditados, 
con observancia de los principios de legalidad, 
tipicidad, debido proceso, defensa, contradicción y 
proporcionalidad. En esa medida, el proyecto armoniza 
la facilitación y promoción del comercio exterior con 
las obligaciones constitucionales e internacionales de 
Colombia en materia de trabajo digno y decente en 
el marco de la apuesta por la erradicación del trabajo 
forzoso, evitando que el territorio aduanero nacional 
se convierta en un espacio de recepción, circulación 
o aprovechamiento económico de bienes producidos 
mediante la vulneración de los derechos humanos.

La justificación y pertinencia de la iniciativa se 
encuentra en la necesidad de cerrar una brecha entre 
la protección constitucional e internacional frente al 
trabajo forzoso y los instrumentos disponibles para 
impedir que los beneficios económicos derivados 
de esta práctica sean incorporados legítimamente 
al comercio exterior. El Estado no solamente debe 
abstenerse de tolerar el trabajo forzoso dentro de 
su territorio, sino que, en cumplimiento de sus 
obligaciones internacionales, debe adoptar medidas 
razonables para prevenir su reproducción económica, 
identificar los riesgos asociados a las cadenas 
globales de suministro y evitar que los mercados 
nacionales e internacionales se beneficien de bienes 
producidos bajo condiciones de explotación laboral 
coercitiva. 

La incorporación de una infracción aduanera 
específica constituye una herramienta de prevención 
y protección de derechos que complementa las 
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medidas laborales, administrativas y penales 
existentes, fortalece la trazabilidad y responsabilidad 
en las operaciones de comercio exterior y 
contribuye a que la inserción de Colombia en las 
cadenas globales de valor, suministros y mercados, 
se desarrolle bajo parámetros de trabajo decente, 
respeto por la dignidad humana y garantía efectiva 
de los derechos humanos laborales.

2.4.	 Protección de las cadenas globales de 
suministro

La expansión de las cadenas globales de suministro 
exige fortalecer los mecanismos de trazabilidad y 
debida diligencia. Las empresas que participan en 
operaciones de comercio exterior deben desarrollar 
mecanismos razonables para identificar y gestionar 
riesgos relacionados con las condiciones laborales 
de las cadenas productivas de las cuales provienen 
los bienes. La presente iniciativa busca contribuir a 
la construcción de un comercio exterior compatible 
con los derechos humanos y con los estándares 
internacionales de trabajo decente.

2.5.	 Razones para aprobar la iniciativa
La ponencia considera procedente la aprobación 

del proyecto por las siguientes razones:
1. Fortalece la protección constitucional contra 

la esclavitud, la servidumbre y el trabajo forzoso u 
obligatorio.

2. Armoniza el régimen aduanero con los Convenios 
fundamentales de la OIT ratificados por Colombia.

3. Incorpora dentro del régimen sancionatorio 
una conducta de especial relevancia.

4. Fortalece la trazabilidad de las cadenas de 
suministro.

5. Permite adoptar medidas frente a bienes 
vinculados con trabajo forzoso.

6. Otorga seguridad jurídica a los usuarios 
aduaneros.

7. Refuerza las competencias de control de la DIAN.
8. Contribuye al cumplimiento de compromisos 

internacionales en materia de derechos humanos y 
trabajo decente.

9. Complementa el Decreto número 1444 de 
2026 mediante una regulación de rango legal.

3.	 FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL, 
CONVENCIONAL, LEGAL Y 
JURISPRUDENCIAL

3.1.	 Constitución Política
La Constitución Política de 1991 configuró 

a Colombia como un Estado Social de Derecho 
fundado, entre otros principios, en el respeto de 
la dignidad humana, de manera que la actividad 
económica, las relaciones laborales y el ejercicio 
de las libertades individuales no pueden ser 
comprendidos al margen de la protección efectiva 
de las personas y la ciudadanía. El artículo 1º de 
la Constitución establece que Colombia se funda 
en el respeto de la dignidad humana, principio 
que no constituye una declaración meramente 

programática, sino un verdadero eje estructural del 
orden constitucional y un criterio de interpretación 
de las actuaciones de las autoridades públicas y de 
las relaciones sociales y económicas. 

El trabajo forzoso u obligatorio resulta 
radicalmente incompatible con la Constitución, 
pues supone la instrumentalización de la persona 
mediante la imposición de una actividad laboral que 
no ha sido libremente aceptada y cuya realización se 
encuentra acompañada de amenazas, coacciones o 
formas de sometimiento. La dignidad humana exige 
que quien trabaja conserve su condición de sujeto 
libre y autónomo y que el trabajo sea desarrollado 
dentro de condiciones que respeten su integridad, 
su libertad y su capacidad de autodeterminación. 
Por ello, la utilización de trabajo forzoso representa 
una negación de los presupuestos materiales sobre 
los cuales se edifica el Estado Social de Derecho. 
En consecuencia, cuando el Estado adopta medidas 
dirigidas a impedir que los bienes producidos bajo 
estas condiciones sean incorporados legítimamente al 
circuito del comercio exterior, no está introduciendo 
una limitación arbitraria de la actividad económica, 
sino desarrollando una obligación constitucional de 
protección de la dignidad humana frente a una de 
las formas más graves de explotación de la persona.

Esta obligación encuentra una expresión 
particularmente categórica en el artículo 17 de 
la Constitución Política, conforme al cual: “Se 
prohíben la esclavitud, la servidumbre y la trata de 
seres humanos en todas sus formas”. La redacción 
constitucional no establece una protección 
condicionada ni admite excepciones fundadas en 
la utilidad económica de dichas prácticas. Se trata 
de una prohibición directa, absoluta y transversal 
que compromete al conjunto del Estado y que 
debe proyectarse sobre los distintos espacios en los 
que puedan producirse, facilitarse o aprovecharse 
económicamente formas de sometimiento humano. 
El sentido de esta disposición adquiere especial 
relevancia frente al objeto del Proyecto de Ley 
número 286 de 2026 Cámara, pues la esclavitud 
contemporánea no necesariamente se manifiesta 
mediante las formas históricas de propiedad sobre 
las personas, sino que puede expresarse a través de 
mecanismos de coerción, amenazas, servidumbre 
por deudas, retención de documentos, restricciones 
a la libertad de movimiento, violencia, intimidación 
u otras prácticas mediante las cuales se obtiene 
trabajo contra la voluntad de quien lo presta. 

El mandato del artículo 17 impide que el 
ordenamiento jurídico tolere tales prácticas y, por la 
misma razón, exige que el Estado examine también 
los efectos económicos que puedan derivarse de 
ellas. No resultaría coherente con la prohibición 
constitucional que una práctica de explotación 
humana sea inadmisible cuando ocurre dentro del 
territorio nacional, pero que los bienes obtenidos 
mediante ella puedan posteriormente beneficiarse 
de la apertura comercial, ingresar al mercado 
colombiano o ser exportados desde Colombia sin 
que el ordenamiento aduanero pueda reaccionar 



Gaceta del Congreso  1623	 Viernes, 23 de octubre de 2026	 Página 15

frente a su vínculo con el trabajo forzoso. La iniciativa 
legislativa desarrolla precisamente esta dimensión 
preventiva del mandato constitucional, al procurar 
que el régimen aduanero constituya una barrera frente 
a la incorporación al comercio formal de bienes cuya 
producción se encuentre debidamente vinculada con 
formas de trabajo forzoso u obligatorio.

El artículo 25 de la Constitución Política, por su 
parte, reconoce que el trabajo es un derecho y una 
obligación social y dispone que goza, en todas sus 
modalidades, de la especial protección del Estado, 
agregando que toda persona tiene derecho a un trabajo 
en condiciones dignas y justas. La norma establece 
así una concepción constitucional del trabajo que 
se encuentra inseparablemente ligada a la dignidad 
de quien lo realiza. El trabajo no puede ser reducido 
a una mercancía ni a un factor de producción cuya 
única consideración sea su capacidad para generar 
bienes o riqueza; es, ante todo, una actividad humana 
que debe desarrollarse bajo condiciones compatibles 
con la libertad y la dignidad de la persona. El trabajo 
forzoso constituye, por definición, la negación de esta 
concepción constitucional, pues elimina o restringe 
gravemente la posibilidad de que el trabajador determine 
libremente si presta el servicio y bajo qué condiciones lo 
hace. La especial protección constitucional del trabajo 
impone, por tanto, una obligación positiva de prevenir 
las estructuras económicas que puedan beneficiarse 
de la explotación laboral forzosa El proyecto de ley 
desarrolla este mandato desde el ámbito específico del 
comercio exterior, incorporando al régimen aduanero 
un instrumento que permita impedir que los bienes 
producidos mediante trabajo forzoso sean tratados 
como mercancías ordinarias cuando exista evidencia 
suficiente y jurídicamente valorable de su origen. 
La iniciativa, permitiría contar con una herramienta 
dirigida a uno de los puntos en los que la explotación 
puede adquirir rentabilidad económica, la circulación 
transfronteriza de las mercancías.

A su vez, el artículo 53 de la Constitución Política 
establece los principios mínimos fundamentales que 
deben orientar el estatuto del trabajo y dispone que 
los convenios internacionales del trabajo debidamente 
ratificados hacen parte de la legislación interna. Esta 
disposición resulta particularmente significativa para 
la presente iniciativa porque permite comprender la 
prohibición del trabajo forzoso dentro de un marco 
jurídico que no se agota en la legislación nacional, 
sino que incorpora los compromisos internacionales 
asumidos por Colombia en materia laboral. 

En este ámbito adquieren especial relevancia el 
Convenio núm. 29 de la Organización Internacional 
del Trabajo, relativo al trabajo forzoso u obligatorio, 
aprobado en Colombia mediante la Ley 23 de 1967, 
y el Convenio núm. 105 de la OIT, relativo a la 
abolición del trabajo forzoso, aprobado mediante la 
Ley 54 de 1962. El primero establece una definición 
internacional del trabajo forzoso fundada en la ausencia 
de voluntariedad y en la existencia de una amenaza de 
pena; el segundo profundiza la obligación estatal de 
abolir esta práctica en sus diferentes manifestaciones. 

Estos instrumentos constituyen parámetros 
sustantivos para la interpretación del deber 
constitucional de protección del trabajo y permiten 
afirmar que la lucha contra el trabajo forzoso no 
puede circunscribirse a la relación individual entre 
empleador y trabajador, sino que exige medidas 
institucionales capaces de prevenir las condiciones 
económicas que favorecen su reproducción. El 
proyecto, al incorporar una medida dentro del régimen 
aduanero para las mercancías vinculadas con trabajo 
forzoso, desarrolla esa obligación promoviendo la 
protección del trabajo digno mediante la intervención 
sobre los circuitos comerciales que puedan generar 
o consolidar beneficios derivados de la explotación 
coercitiva.

En conexión con lo anterior, el artículo 93 de la 
Constitución Política establece que los tratados y 
convenios internacionales ratificados por el Congreso 
que reconocen derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción prevalecen 
en el orden interno, y dispone igualmente que los 
derechos y deberes consagrados en la Constitución 
deben interpretarse de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados 
por Colombia. En consecuencia, los Convenios de la 
OIT relativos al trabajo forzoso no constituyen para 
el legislador una referencia meramente orientadora 
o de política pública, sino elementos relevantes para 
determinar el alcance de las obligaciones estatales 
de prevención, protección y erradicación de estas 
prácticas. 

La iniciativa legislativa encuentra así fundamento 
en una concepción constitucional abierta al derecho 
internacional de los derechos humanos y del trabajo, 
en virtud de la cual la protección de la dignidad 
humana debe proyectarse también sobre las nuevas 
modalidades mediante las cuales las actividades 
económicas pueden beneficiarse de la explotación 
de seres humanos. El régimen aduanero, en cuanto 
instrumento de intervención estatal sobre el comercio 
exterior, debe interpretarse y desarrollarse de manera 
compatible con estos compromisos, especialmente 
cuando se trata de establecer mecanismos para 
impedir que bienes vinculados con violaciones 
graves de derechos fundamentales ingresen o salgan 
del territorio aduanero nacional.

El fundamento constitucional del proyecto 
también determina las condiciones bajo las 
cuales puede establecerse una nueva infracción 
aduanera y una sanción administrativa. En este 
punto adquieren especial importancia los artículos 
29 y 150 de la Constitución Política. El artículo 
29 consagra el derecho fundamental al debido 
proceso y dispone que nadie podrá ser juzgado 
sino conforme a leyes preexistentes al acto que se 
imputa, ante juez o autoridad competente y con 
observancia de las formas propias de cada juicio. 
Estas garantías se proyectan sobre el ejercicio de 
la potestad administrativa sancionatoria y exigen 
que las conductas susceptibles de reproche, sus 
consecuencias jurídicas y las reglas esenciales 
para determinar la responsabilidad se encuentren 
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establecidas previamente por el legislador con 
un grado suficiente de claridad y precisión. De 
ahí que la creación de una infracción aduanera no 
pueda descansar exclusivamente en disposiciones 
reglamentarias, criterios administrativos, listas de 
riesgo o decisiones posteriores de la administración. 

El artículo 150 de la Constitución, al atribuir 
al Congreso de la República la función de hacer 
las leyes, constituye el fundamento institucional 
de esta reserva legal en materia sancionatoria. 
En consecuencia, la propuesta de adicionar 
expresamente el subnumeral 15.2.1.7 al artículo 15 
de la Ley 2586 de 2026 responde a una exigencia 
constitucional, por cuanto el Estado pretende atribuir 
consecuencias sancionatorias a una determinada 
operación de comercio exterior por su relación con 
bienes producidos mediante trabajo forzoso, cuyos 
elementos esenciales deben encontrarse definidos 
directamente en una ley expedida por el Congreso. 
Esta exigencia explica, a su vez, los ajustes 
introducidos por la ponencia al texto originalmente 
presentado, orientados a reforzar la tipicidad de la 
conducta, delimitar el vínculo entre la mercancía y 
el trabajo forzoso, precisar los sujetos responsables 
y garantizar que la determinación administrativa se 
fundamente en elementos probatorios suficientes y 
susceptibles de contradicción.

La misma lógica se desprende del artículo 189, 
numeral 25, de la Constitución Política, que atribuye 
al Presidente de la República la competencia para 
organizar el régimen de aduanas y regular el comercio 
exterior dentro del marco establecido por la ley. Esta 
facultad reconoce la naturaleza técnica y dinámica 
de la regulación aduanera y permite al gobierno 
desarrollar los aspectos operativos, procedimentales 
y administrativos necesarios para hacer efectiva la 
legislación expedida por el Congreso. Sin embargo, 
dicha potestad no puede confundirse con una 
habilitación para crear autónomamente nuevas 
infracciones, sanciones o elementos esenciales de 
responsabilidad administrativa cuando estos se 
encuentran sometidos a reserva legal. 

Precisamente por ello, el Proyecto de Ley 
número 286 de 2026 busca que la prohibición y la 
consecuencia sancionatoria tengan su fuente directa 
en la ley, dejando a la reglamentación únicamente 
aquellos aspectos técnicos y operativos que requieran 
desarrollo posterior, tales como mecanismos de 
trazabilidad, intercambio de información, gestión 
del riesgo, procedimientos técnicos de verificación 
y coordinación interinstitucional. De esta manera, 
la iniciativa procura establecer una adecuada 
distribución constitucional de competencias: 
corresponde al Congreso definir la conducta 
jurídicamente reprochable y su sanción, mientras 
que corresponde al Ejecutivo, dentro de los límites 
legales, desarrollar los instrumentos administrativos 
necesarios para garantizar su aplicación efectiva.

Finalmente, los artículos 333 y 334 de la 
Constitución Política permiten comprender por qué la 
medida propuesta resulta compatible con el régimen 
constitucional de libertad económica. El artículo 333 

reconoce la libertad de la actividad económica y la 
iniciativa privada, pero expresamente establece que 
su ejercicio se encuentra sujeto a los límites del bien 
común y que la empresa tiene una función social que 
implica obligaciones. El artículo 334, por su parte, 
reconoce la dirección general de la economía a cargo 
del Estado y habilita su intervención, en los términos 
que establezca la ley, para racionalizar y procurar 
que el desarrollo económico tenga como finalidad el 
mejoramiento de la calidad de vida, la distribución 
equitativa de oportunidades y los beneficios del 
desarrollo. 

Estas disposiciones impiden concebir el mercado 
como un ámbito ajeno a la Constitución y al Estado o 
como un espacio en el cual cualquier práctica resulte 
legítima por el solo hecho de contribuir a la actividad 
económica. La libertad de empresa protege la 
iniciativa privada y la competencia, pero no ampara 
la obtención de ventajas económicas mediante la 
vulneración de derechos fundamentales ni obliga al 
Estado a otorgar idéntico tratamiento comercial a 
mercancías cuya producción se encuentre asociada 
con prácticas prohibidas por la Constitución y 
por los compromisos internacionales asumidos 
por Colombia. En este sentido, la prohibición y 
sanción propuestas constituyen una forma legítima 
de intervención económica orientada a preservar 
el interés general, proteger la dignidad humana y 
garantizar que la inserción del país en las cadenas 
globales de producción y comercio se desarrolle 
bajo condiciones compatibles con el trabajo decente 
y los derechos fundamentales en el trabajo.

El fundamento constitucional del Proyecto 
de Ley número 286 de 2026 Cámara surge de la 
convergencia de tres dimensiones inseparables del 
Estado Social de Derecho: la primera, consistente 
en la prohibición absoluta de la esclavitud, la 
servidumbre y la trata y en la protección de la 
dignidad humana y del trabajo en condiciones dignas 
y justas; la segunda, relacionada con la obligación 
estatal de armonizar el ordenamiento interno con los 
compromisos internacionales en materia de trabajo 
forzoso y derechos humanos; y la tercera, referida a la 
potestad constitucional del Estado para intervenir en 
la economía y regular el comercio exterior, siempre 
dentro de los principios de legalidad, tipicidad, 
debido proceso y reserva de ley. 

La iniciativa no pretende oponer los derechos 
fundamentales a la libertad económica, sino 
establecer las condiciones constitucionales bajo las 
cuales esta última puede ejercerse legítimamente. 
La finalidad última de la propuesta consiste en 
asegurar que el comercio exterior colombiano y las 
cadenas de suministro vinculadas con el territorio 
aduanero nacional no constituyan vehículos para 
la reproducción económica y social de formas 
contemporáneas de esclavitud o trabajo forzoso, 
y que, al mismo tiempo, la intervención estatal 
destinada a alcanzar ese objetivo se encuentre 
sometida a reglas legales claras, previsibles, 
proporcionales y respetuosas de las garantías propias 
del Estado social de Derecho.
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3.2.	 Normas Internacionales del Trabajo
En materia de Normas Internacionales del Trabajo 

que fundamentan la presente iniciativa, encontramos el 
Convenio 29 de 1930 de la OIT sobre el trabajo forzoso, 
ratificado por Colombia y vigente desde el 4 de marzo 
de 1969, cuyo artículo 2° define el trabajo forzoso u 
obligatorio como todo trabajo o servicio exigido bajo 
la amenaza de una pena y para el cual la persona no 
se ha ofrecido voluntariamente. A su vez, el Convenio 
105 de 1957 de la OIT sobre la abolición del trabajo 
forzoso, también ratificado y vigente en Colombia 
desde el 7 de junio de 1963, impone a los Estados la 
obligación de suprimir y no utilizar ninguna forma de 
trabajo forzoso u obligatorio y de adoptar medidas 
eficaces para su abolición inmediata y completa. En 
este sentido, la propuesta traslada dichos compromisos 
del ámbito estrictamente laboral y de protección de los 
derechos humanos al ámbito del control aduanero y 
del comercio exterior, buscando evitar que el mercado 
colombiano y las operaciones comerciales realizadas 
desde el territorio aduanero nacional constituyan 
mecanismos de aprovechamiento económico de 
bienes vinculados con formas contemporáneas de 
explotación laboral. 

La iniciativa adquiere especial relevancia a la 
luz del Protocolo de 2014 relativo al Convenio 29, 
instrumento que profundiza las obligaciones estatales 
frente al trabajo forzoso y reconoce expresamente que 
su prohibición constituye un derecho fundamental, 
que esta práctica vulnera la dignidad humana y que 
constituye un obstáculo para la realización del trabajo 
decente. El Protocolo exige la adopción de medidas 
eficaces para prevenir y eliminar el trabajo forzoso, 
proteger a sus víctimas, garantizar mecanismos de 
reparación y sancionar a quienes lo utilizan; además, 
establece la necesidad de desarrollar políticas y 
medidas sistemáticas que permitan enfrentar sus 
distintas manifestaciones. 

El Proyecto de Ley número 286 de 2026 no se 
limita a establecer una sanción frente a una conducta 
irregular dentro de una operación aduanera, sino 
que pretende incorporar una herramienta estatal de 
prevención económica y comercial, actuando sobre 
uno de los incentivos que permite la reproducción 
de estas prácticas, la posibilidad de introducir en los 
mercados bienes cuya cadena de valor se encuentra 
asociada con la explotación coercitiva de personas. 
Esta aproximación resulta coherente con el carácter 
integral que la OIT atribuye a la lucha contra el trabajo 
forzoso, en la medida en que la respuesta estatal no 
debe circunscribirse a sancionar al empleador o 
explotador en el lugar donde ocurre la conducta, 
sino que debe comprender medidas de prevención, 
identificación, control, protección y sanción a lo 
largo de las estructuras económicas en las que dicha 
explotación puede generar beneficios. 

En consecuencia, el proyecto busca establecer 
una barrera jurídica y aduanera frente a la circulación 
transfronteriza de bienes vinculados con formas 
contemporáneas de esclavitud, servidumbre y trabajo 
forzoso, fortaleciendo la coherencia entre la política 
comercial del Estado y sus obligaciones internacionales 

en materia de derechos laborales fundamentales. 
Esta finalidad también encuentra respaldo en otros 
instrumentos fundamentales de la OIT, tales como 
el Convenio 182 de 1999 sobre las peores formas de 
trabajo infantil, ratificado por Colombia y vigente 
desde 2005, incluye expresamente entre dichas formas 
la esclavitud, las prácticas análogas a la esclavitud y 
el trabajo forzoso u obligatorio, lo que evidencia que 
estas prácticas no constituyen únicamente infracciones 
laborales, sino graves violaciones de derechos humanos 
que demandan respuestas estatales integrales. 

El Estado colombiano debe establecer medidas 
destinadas a impedir que el comercio exterior se 
convierta en mecanismo de circulación de bienes 
producidos mediante graves violaciones de derechos 
humanos.

3.3.	 Ley 2586 de 2026
La Ley 2586 de 2026 constituye el marco legal 

vigente que estructura el régimen de infracciones 
y sanciones aplicables en materia aduanera, 
estableciendo las consecuencias jurídicas derivadas 
del incumplimiento de las obligaciones previstas 
en el Decreto número 1165 de 2019 y en las demás 
disposiciones que integran el régimen de comercio 
exterior. En este contexto, su artículo 15 reviste 
especial importancia para el presente proyecto de 
ley, por cuanto contiene la arquitectura normativa 
dentro de la cual se pretende incorporar una nueva 
conducta infractora asociada a la importación 
o exportación de bienes vinculados con trabajo 
forzoso u obligatorio. La disposición parte de un 
criterio de responsabilidad administrativa propio del 
régimen aduanero, al señalar que las infracciones 
y sanciones allí previstas se aplican a los usuarios 
aduaneros que incurran en las conductas tipificadas 
por la ley, prescindiendo del análisis de culpabilidad, 
sin perjuicio de las causales de exoneración de 
responsabilidad expresamente reconocidas por el 
ordenamiento. Esta configuración resulta relevante 
porque permite diferenciar la responsabilidad 
administrativa aduanera de otras formas de 
responsabilidad jurídica y, al mismo tiempo, 
exige que las conductas sancionables, sus sujetos, 
sus presupuestos objetivos y las consecuencias 
correspondientes se encuentren definidos 
directamente por una norma con fuerza de ley, en 
garantía de los principios de legalidad, tipicidad y 
debido proceso.

Dentro de esta estructura, el numeral 15.2 del 
artículo 15 regula las infracciones atribuibles a los 
declarantes, mientras que el numeral 15.2.1 establece 
aquellas conductas calificadas como infracciones 
gravísimas, reservando para ellas las consecuencias 
sancionatorias de mayor gravedad previstas por el 
régimen. Particular relevancia tiene el subnumeral 
15.2.1.5, que contempla como infracción gravísima 
determinadas operaciones relacionadas con 
mercancías cuya importación o exportación se 
encuentra prohibida por el ordenamiento jurídico 
o por autoridad competente y establece para estas 
conductas una sanción de mil (1.000) UVT por 
operación. 
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De esta manera, la Ley 2586 de 2026 reconoce 
que la protección de bienes jurídicos de especial 
relevancia mediante controles a las operaciones de 
comercio exterior puede traducirse legítimamente 
en la configuración de infracciones aduaneras de 
máxima gravedad, cuando la naturaleza de las 
mercancías o de la operación comprometa intereses 
superiores protegidos por el ordenamiento. El 
presente proyecto se inserta precisamente en esa 
lógica, al proponer que la utilización de trabajo 
forzoso u obligatorio en la extracción, producción, 
manufactura o transformación de bienes constituya 
un supuesto jurídicamente relevante dentro del 
régimen de control aduanero, de manera que la 
prohibición de importar o exportar hacia y desde 
territorio aduanero nacional mercancías producidas 
bajo estas condiciones, tenga una consecuencia 
sancionatoria clara, previsible y directamente 
establecida por el legislador.

En consecuencia, la incorporación de un nuevo 
subnumeral al numeral 15.2.1 del artículo 15 de 
la Ley 2586 de 2026 no supone la creación de un 
régimen paralelo o extraño al sistema aduanero 
vigente, sino el desarrollo legislativo de una conducta 
que, por la especial lesión a los bienes jurídicos 
comprometidos -la dignidad humana, la libertad, 
el trabajo en condiciones dignas y la proscripción 
de las formas contemporáneas de esclavitud-, 
merece una respuesta efectiva dentro del régimen de 
infracciones gravísimas. La modificación propuesta 
mantiene, además, la coherencia sistemática con 
la técnica legislativa empleada por la Ley 2586, 
particularmente en cuanto a la clasificación de las 
conductas, la determinación legal de la sanción y 
su aplicación por operación, al tiempo que permite 
articular el régimen aduanero con las obligaciones 
constitucionales, laborales e internacionales 
asumidas por el Estado colombiano en materia de 
erradicación del trabajo forzoso. 

De esta manera, la adición propuesta fortalece 
la capacidad preventiva y sancionatoria del Estado 
frente a las cadenas de suministro que obtienen 
ventajas económicas mediante la explotación 
laboral, sin desconocer que corresponde al legislador 
definir de manera expresa los elementos esenciales 
de la infracción, mientras que las autoridades 
administrativas deberán desarrollar únicamente 
los aspectos operativos, probatorios, de control y 
gestión del riesgo que resulten necesarios para su 
adecuada aplicación.

3.4.	 Reserva legal y principio de tipicidad
La incorporación de una nueva infracción 

al régimen aduanero debe observar de manera 
estricta los principios de reserva legal, legalidad y 
tipicidad que gobiernan el ejercicio de la potestad 
administrativa sancionadora. En materia aduanera 
esta exigencia adquiere una relevancia particular, 
debido a que las infracciones pueden producir 
consecuencias económicas significativas y afectar 
directamente el desarrollo de operaciones de 
comercio exterior. Por ello, corresponde al legislador 
establecer con un grado suficiente de determinación 

los elementos esenciales de la conducta prohibida, 
de manera que el destinatario de la norma pueda 
conocer anticipadamente qué comportamiento 
se encuentra jurídicamente proscrito y cuál es la 
consecuencia derivada de su realización. En el 
presente proyecto, esta exigencia se traduce en 
la necesidad de identificar directamente el objeto 
material de la infracción, esto es, los bienes, 
productos o mercancías que hayan sido extraídos, 
producidos, manufacturados o transformados, 
total o parcialmente, mediante trabajo forzoso u 
obligatorio; establecer el vínculo jurídicamente 
relevante entre dicha circunstancia y la operación de 
importación o exportación; determinar los sujetos 
a quienes resulta atribuible la conducta dentro 
del régimen aduanero; y fijar expresamente la 
naturaleza y cuantía de la sanción. Con ello se evita 
que elementos sustanciales de la infracción queden 
entregados a la potestad reglamentaria y se garantiza 
que la intervención administrativa encuentre su 
fundamento inmediato en una norma expedida por 
el Congreso de la República.

La reserva legal no impide que las autoridades 
administrativas desarrollen mecanismos técnicos 
necesarios para hacer efectiva la disposición 
legislativa. Por el contrario, resulta necesario que 
la DIAN y las demás autoridades competentes 
puedan establecer procedimientos de gestión del 
riesgo, mecanismos de trazabilidad, intercambio de 
información, protocolos de cooperación nacional e 
internacional y herramientas técnicas para identificar 
cadenas de suministro susceptibles de utilizar trabajo 
forzoso. Sin embargo, tales instrumentos deberán 
permanecer subordinados a la ley y no podrán crear 
nuevas infracciones, ampliar por vía reglamentaria 
los elementos esenciales de las conductas 
sancionables, establecer sujetos responsables 
distintos de los definidos legalmente ni introducir 
presunciones que alteren las garantías propias del 
procedimiento administrativo sancionador. La 
reglamentación podrá, por tanto, desarrollar aspectos 
técnicos, operativos y de coordinación institucional, 
pero la definición de la conducta, sus elementos 
esenciales, el sujeto jurídicamente responsable y 
la sanción deberán permanecer en el ámbito de la 
ley, preservando así la seguridad jurídica y evitando 
que el ejercicio de la potestad reglamentaria termine 
sustituyendo la función legislativa.

3.5.	 Debido proceso y valoración probatoria
La aplicación de la infracción propuesta deberá 

desarrollarse dentro del marco constitucional del 
debido proceso administrativo, lo que exige que 
ninguna persona o sujeto sometido al régimen 
aduanero sea sancionado sin que previamente 
exista una actuación en la que pueda conocer los 
hechos que se le atribuyen, controvertir las pruebas 
incorporadas al expediente, aportar los elementos 
que considere pertinentes, ejercer su derecho de 
defensa y obtener una decisión motivada por parte 
de la autoridad competente. En este sentido, la 
ponencia considera necesario superar cualquier 
formulación que haga depender la determinación de 
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la infracción de la existencia de una prueba concebida 
en términos absolutos o excesivamente rígidos, 
como ocurriría con la exigencia de que el vínculo 
entre la mercancía y el trabajo forzoso sea “cierto 
e indiscutible”. En su lugar, la autoridad aduanera 
deberá realizar una valoración integral y razonada 
del conjunto de elementos disponibles, atendiendo 
a su carácter objetivo, verificable, pertinente y 
suficiente para acreditar los presupuestos de la 
infracción. Esta valoración deberá expresarse en 
una decisión debidamente motivada, en la que se 
expliquen los hechos acreditados, las fuentes de 
información utilizadas, la relación existente entre 
dichos elementos y la mercancía objeto de control 
y las razones jurídicas por las cuales se considera 
configurada la conducta sancionable.

En este marco, los mecanismos de gestión 
del riesgo cumplen una función esencialmente 
preventiva y de selección de operaciones que 
requieren controles reforzados, pero no pueden 
convertirse por sí mismos en mecanismos 
automáticos de imputación de responsabilidad. 
Los listados de riesgo, informes de organismos 
nacionales o internacionales, alertas comerciales, 
denuncias, antecedentes de proveedores, 
información de autoridades extranjeras o indicadores 
relacionados con determinadas cadenas productivas 
pueden constituir elementos relevantes para activar 
controles, orientar la actividad de fiscalización y 
aportar información al procedimiento; sin embargo, 
su existencia no puede ser entendida, aisladamente, 
como prueba concluyente de la responsabilidad 
del sujeto investigado. La autoridad deberá valorar 
el conjunto del material probatorio y garantizar 
su contradicción, evitando que una herramienta 
administrativa concebida para identificar riesgos 
termine transformándose en una presunción de 
culpabilidad o en una inversión indebida de la carga 
probatoria. Esta distinción resulta indispensable para 
armonizar la eficacia del control aduanero con las 
garantías constitucionales que rigen toda actuación 
administrativa de naturaleza sancionatoria.

3.6.	 Debida diligencia
La incorporación de criterios de debida 

diligencia responde a la necesidad de reconocer que 
la prevención del trabajo forzoso en las cadenas 
globales de suministro no depende exclusivamente 
de controles efectuados en el momento de ingreso 
o salida de las mercancías del territorio aduanero 
nacional, sino también de las actuaciones razonables 
que los operadores económicos desarrollen para 
conocer, identificar y gestionar los riesgos presentes 
en sus cadenas de abastecimiento. En este sentido, 
podrán adquirir relevancia los mecanismos 
implementados para la trazabilidad de las mercancías, 
la identificación y evaluación de proveedores, la 
verificación de las condiciones de producción, 
la realización de auditorías, el seguimiento de los 
eslabones de la cadena de suministro y la adopción 
de medidas correctivas frente a riesgos previamente 
identificados. La debida diligencia no supone 
convertir al operador de comercio exterior en garante 

absoluto de todas las actuaciones realizadas por 
terceros ubicados en cadenas productivas complejas, 
ni establecer una obligación de resultado imposible 
de satisfacer; constituye, por el contrario, un criterio 
relevante para valorar las actuaciones efectivamente 
desplegadas por el sujeto dentro de las posibilidades 
razonables de conocimiento, prevención y gestión 
del riesgo.

En consecuencia, los mecanismos de debida 
diligencia podrán ser considerados dentro del 
procedimiento administrativo en los términos 
establecidos por la Ley 2586 de 2026 y, 
particularmente, de acuerdo con las reglas legales 
relativas a la responsabilidad y a las causales 
de exoneración aplicables al régimen aduanero. 
Su incorporación no pretende modificar por vía 
legislativa la regla de responsabilidad establecida 
por dicho estatuto ni introducir un régimen autónomo 
de culpabilidad, sino permitir que las actuaciones 
preventivas y de gestión de riesgos desarrolladas 
por los operadores sean apreciadas dentro del 
marco jurídico correspondiente cuando resulten 
relevantes para establecer los hechos investigados 
o la procedencia de las causales de exoneración 
legalmente previstas. De esta manera, el proyecto 
articula la responsabilidad aduanera con una política 
preventiva orientada a desincentivar que las cadenas 
de suministro se beneficien de prácticas laborales 
incompatibles con la dignidad humana, incentivando 
simultáneamente mayores niveles de transparencia, 
trazabilidad y responsabilidad empresarial en las 
operaciones de comercio exterior.

3.7.	 Proporcionalidad
La determinación de la sanción propuesta debe 

analizarse igualmente a la luz del principio de 
proporcionalidad, entendido como criterio que 
exige correspondencia entre la gravedad de la 
conducta, los bienes jurídicos comprometidos y 
la intensidad de la respuesta administrativa. La 
fijación de una multa de mil (1.000) UVT resulta 
sistemáticamente compatible con la estructura 
establecida por el artículo 15 de la Ley 2586 de 
2026 para las infracciones aduaneras calificadas 
como gravísimas y, particularmente, con la cuantía 
prevista para determinadas operaciones relacionadas 
con mercancías cuya importación o exportación se 
encuentra prohibida. La gravedad de la conducta 
que pretende sancionarse no deriva únicamente de 
la infracción de una regla de comercio exterior, sino 
de la circunstancia de que una operación comercial 
pueda contribuir a introducir o extraer del territorio 
nacional bienes cuya producción se encuentre 
vinculada con la explotación de trabajo forzoso u 
obligatorio, práctica que compromete directamente 
la dignidad, la libertad y el derecho fundamental al 
trabajo en condiciones dignas y justas. La respuesta 
sancionatoria persigue así una finalidad legítima de 
protección de derechos fundamentales, prevención 
de conductas lesivas y preservación de la integridad 
del mercado frente a ventajas económicas obtenidas 
mediante formas graves de explotación laboral.
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La proporcionalidad exige, sin embargo, que 
la sanción no opere de manera automática ni al 
margen de las garantías propias del procedimiento 
administrativo sancionador. La multa deberá 
imponerse individualmente por la autoridad 
competente, previa determinación de la configuración 
de la conducta y mediante una decisión debidamente 
motivada, dentro del procedimiento previsto por 
el ordenamiento aduanero y con plena garantía de 
defensa y contradicción. La correspondencia de la 
sanción con la gravedad abstracta de la infracción 
no elimina la obligación de verificar en cada caso 
concreto que concurran los presupuestos legales 
de responsabilidad y que no se configure alguna 
de las causales de exoneración previstas en la 
legislación. De esta manera, la medida propuesta 
procura alcanzar un equilibrio entre dos exigencias 
constitucionalmente relevantes: de una parte, 
garantizar una respuesta suficientemente eficaz 
frente a la utilización del comercio exterior como 
vehículo para la circulación de bienes producidos 
mediante trabajo forzoso y, de otra, impedir que 
la potestad sancionadora sea ejercida de manera 
arbitraria, automática o desproporcionada frente 
a quienes se encuentren sometidos al régimen 
aduanero.

4.	 IMPACTO FISCAL
De conformidad con el artículo 7° de la Ley 819 

de 2003, la ponencia debe hacer explícito el impacto 
fiscal de las iniciativas legislativas.

El proyecto no crea una entidad pública, no 
establece una nueva planta de personal, no ordena 
transferencias, no crea apropiaciones presupuestales 
ni establece beneficios tributarios.

Las funciones de control, fiscalización, 
investigación, gestión del riesgo, aprehensión y 
decomiso corresponden a competencias propias de 
la DIAN dentro del régimen aduanero.

Por lo anterior, la ponencia considera que la 
iniciativa no genera un impacto fiscal directo que 
implique apropiaciones presupuestales adicionales.

Las actividades derivadas de la aplicación 
de la norma deberán desarrollarse dentro de las 
competencias, recursos y capacidades institucionales 
existentes. Lo anterior sin perjuicio del concepto 
que corresponda emitir al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público durante el trámite legislativo.

5.	 PLIEGO DE MODIFICACIONES
La ponencia propone modificar el texto radicado 

con el propósito de fortalecer su constitucionalidad, 
técnica legislativa y seguridad jurídica.

1. Texto del proyecto de ley 2. Texto propuesto para primer 
debate 3. Observaciones

Artículo 1°. Objeto. La presente 
ley tiene por objeto modificar el 
artículo 15 de la Ley 2586 del 19 
de junio de 2026 para incluir una 
infracción aduanera que prohíba la 
importación o exportación de bienes, 
productos o mercancías hacia y desde 
territorio aduanero nacional, que 
hayan sido extraídos, producidos, 
manufacturados, transformados, 
distribuidos o comercializados a partir 
de trabajo forzoso u obligatorio. 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley 
tiene por objeto modificar el artículo 
15 de la Ley 2586 de 2026, mediante 
la incorporación de una infracción 
aduanera que prohíba la importación 
o exportación de bienes, productos 
o mercancías que hayan sido total o 
parcialmente extraídos, producidos, 
manufacturados o transformados 
mediante trabajo forzoso u obligatorio, 
y establezca las condiciones legales para 
su determinación, control y sanción.

Se precisa el objeto de la iniciativa para 
hacerlo coherente con el nuevo texto del 
artículo 2°. Se concentra la tipificación 
en las etapas de extracción, producción, 
manufactura y transformación, que 
constituyen el vínculo material entre 
el bien y el trabajo forzoso. Asimismo, 
se incorpora expresamente que la ley 
establece condiciones de determinación, 
control y sanción, dando coherencia al 
desarrollo probatorio y procedimental 
del artículo 2°.

Artículo 2°. Modificación del artículo 
15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 
2026. Modifíquese el artículo 15 de la 
Ley 2586 del 19 de junio de 2026 en 
el sentido de adicionar el subnumeral 
15.2.1.7 al numeral 15.2.1. del artículo 
15 de la Ley 2586 del 19 de junio de 
2026, el cual quedará así: 
“ARTÍCULO 15. INFRACCIONES 
ADUANERAS Y SANCIONES 
APLICABLES. Las conductas 
sancionables que a continuación se 
relacionan se aplicarán al usuario 
aduanero que incumpla las obligaciones 
previstas en el Decreto número 1165 
de 2019 o las normas que lo adicionen, 
sustituyan o modifiquen, así como 
las demás normas que determinen el 
cumplimiento de obligaciones aduaneras 
y de comercio exterior, prescindiendo 
del análisis de culpabilidad y sin 
perjuicio de los eventos eximentes de 
responsabilidad previstos en esta ley. 
(…) 

Artículo 2°. Modificación del 
artículo 15 de la Ley 2586 del 19 
de junio de 2026. Adiciónese el 
subnumeral 15.2.1.7 al numeral 15.2.1 
del artículo 15 de la Ley 2586 de 
2026, el cual quedará así: “15.2.1.7. 
Importar o exportar bienes, productos 
o mercancías que hayan sido total o 
parcialmente extraídos, producidos, 
manufacturados o transformados, 
mediante trabajo forzoso u obligatorio. 
La sanción aplicable será de multa 
equivalente a mil (1.000) Unidades 
de Valor Tributario (UVT) por cada 
operación. Para efectos de este 
subnumeral, se entenderá por trabajo 
forzoso u obligatorio todo trabajo o 
servicio exigido a una persona bajo 
la amenaza de una pena cualquiera y 
para el cual dicha persona no se haya 
ofrecido voluntariamente. 

Se sustituye una descripción amplia 
de la prohibición por una tipificación 
directa de la conducta, reforzando la 
reserva legal y la tipicidad. Segundo, 
se delimita el vínculo material entre 
mercancía y trabajo forzoso a las 
etapas de extracción, producción, 
manufactura o transformación, 
evitando que la distribución o 
comercialización sean por sí 
mismas elementos automáticos de 
la infracción. Tercero, se reemplaza 
el estándar de “cierta e indiscutible” 
por una valoración integral de prueba 
e información objetiva, verificable, 
pertinente y suficiente, con decisión 
motivada. Cuarto, se determina 
expresamente el sujeto responsable 
y se evita la responsabilidad 
automática de agencias de aduanas, 
transportadores, intermediarios y 
terceros.
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1. Texto del proyecto de ley 2. Texto propuesto para primer 
debate 3. Observaciones

15.2. Infracciones de los Declarantes. 
(...)
Las infracciones y las sanciones en que 
pueden incurrir los Declarantes en las 
diferentes operaciones aduaneras y de 
comercio exterior son las siguientes: 
15.2.1. Gravísimas
15.2.1.1. No presentar la declaración 
especial de importación en los términos 
previstos en la normativa aduanera. 
La sanción aplicable será de multa 
equivalente al 100% del valor del 
impuesto sobre las ventas dejado de 
cancelar, sin que supere mil Unidades de 
Valor Tributario (1.000 UVT) por cada 
declaración. Esta sanción se aplicará 
exclusivamente al importador cuando 
este acepte su responsabilidad y se allane 
en los términos previstos en la presente 
ley; en cuyo caso no se impondrá a la 
agencia de aduanas. 
15.2.1.2. Declarar mercancías diferentes 
a aquellas que efectivamente se 
exportaron. La sanción aplicable será 
de multa equivalente a mil Unidades de 
Valor Tributario (1.000 UVT) por cada 
declaración. 
15.2.1.3. No pagar los tributos 
aduaneros, sanciones, intereses y/o 
rescate, según corresponda, teniendo la 
obligación legal o contractual de hacerlo. 
La sanción aplicable será de multa 
equivalente al cien por ciento (100%) 
del valor de los tributos aduaneros 
dejados de pagar, sin perjuicio de la 
exigibilidad del pago de los tributos 
aduaneros, intereses y rescate según 
corresponda, por cada declaración. Esta 
sanción solo aplica al importador y a la 
agencia de aduanas, según sea el caso. 
15.2.1.4. Consignar inexactitudes en las 
declaraciones aduaneras o no informar 
sobre los errores en los documentos 
que dan lugar al ingreso o salida de las 
mercancías de prohibida importación o 
exportación. La sanción aplicable será 
de multa equivalente a mil unidades de 
valor tributario (1.000 UVT) por cada 
operación. Esta sanción también aplica 
al transportador cuando actúe como 
declarante. 
15.2.1.5. Importar o exportar mercancías 
de prohibida importación o que por 
disposición de autoridad competente no 
puedan ingresar al territorio aduanero 
nacional, o someter a la modalidad 
de reembarque sustancias químicas 
controladas por el Consejo Nacional 
de Estupefacientes o la entidad que 
haga sus veces, o no reembarcar las 
mercancías a las que se refiere el artículo 
383 del Decreto número 1165 de 2019, 
o aquel que los sustituya, modifique o 
adicione. 

La infracción se configurará cuando, 
a partir de una valoración integral de 
los medios de prueba e información 
objetiva, verificable, pertinente y 
suficiente incorporada al expediente, 
se encuentre debidamente acreditado 
el vínculo entre los bienes objeto de 
la operación de comercio exterior 
y la utilización de trabajo forzoso u 
obligatorio en alguna de las etapas de 
extracción, producción, manufactura o 
transformación y en cualquier otra etapa 
de la cadena de producción, suministro 
o venta.
Las mercancías respecto de las cuales 
se determine la configuración de la 
prohibición prevista en el presente 
artículo estarán sujetas a las medidas de 
control aduanero, previstas en el artículo 
7° de la presente ley. Así mismo, la 
adopción de estas medidas se sujetará 
al procedimiento descrito por el artículo 
9° y podrá ser revisada por el Comité 
de Revisión de Aprehensiones en los 
términos del artículo 8°. 
Parágrafo 1°. Para la identificación 
y valoración de riesgos, la DIAN 
podrá considerar, entre otras fuentes, 
información proveniente de autoridades 
nacionales o extranjeras competentes, 
la OIT, organismos internacionales y 
multilaterales, decisiones judiciales 
o administrativas, informes y 
reportes verificables, denuncias 
o comunicaciones debidamente 
corroboradas, información de 
trazabilidad, auditorías, certificaciones, 
declaraciones de debida diligencia, 
sistemas de gestión de riesgo y las 
pruebas obtenidas en ejercicio de las 
facultades de fiscalización y control. Los 
listados indicativos de riesgo tendrán 
carácter preventivo y orientador para la 
gestión del riesgo y la focalización del 
control. Las decisiones administrativas 
deberán estar debidamente motivadas 
y expresar de manera razonada la 
valoración de los medios de prueba. 
La mera procedencia geográfica de la 
mercancía, su pertenencia a un sector 
de riesgo, una denuncia no corroborada, 
una alerta o su inclusión en un listado 
indicativo no serán suficientes, por sí 
solas, para imponer la sanción.
Parágrafo 2°. En la determinación de la 
responsabilidad se garantizará la debida 
diligencia del declarante y de los demás 
sujetos responsables, de conformidad 
con las causales de exoneración 
previstas en la Ley 2586 de 2026. Para 
tal efecto podrán valorarse, entre otros 
elementos, los mecanismos razonables 
de trazabilidad, identificación y gestión 
de riesgos, controles sobre la cadena de 
suministro y las medidas correctivas

Quinto, se incorporan reglas sobre 
gestión del riesgo, aclarando que 
listados y alertas no constituyen 
prueba autónoma ni presunción de 
responsabilidad. Sexto, se incorpora 
la debida diligencia como elemento 
susceptible de valoración conforme 
al régimen legal de responsabilidad y 
exoneración. Séptimo, se fortalece la 
garantía de debido proceso, defensa, 
contradicción y motivación. Octavo, 
se establece una regla de coordinación 
institucional sin desplazar las 
competencias de la DIAN. Finalmente, 
se mantiene la sanción de 1.000 
UVT por operación, conservando 
la coherencia con la estructura de 
infracciones gravísimas del artículo 
15 de la Ley 2586 de 2026.
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1. Texto del proyecto de ley 2. Texto propuesto para primer 
debate 3. Observaciones

La sanción aplicable será de multa 
equivalente a mil unidades de valor 
tributario (1.000 UVT) por cada 
operación. Esta sanción también aplica 
al consignatario o destinatario de la 
mercancía bajo la modalidad de tráfico 
postal y envíos urgentes. 
15.2.1.6. No exportar las mercancías 
dentro de los términos y condiciones 
previstos en la normativa aduanera para 
la modalidad de importación temporal 
para procesamiento industrial y para los 
Programas Especiales de Exportación 
(PEX). La sanción imponible será de 
multa equivalente al cien por ciento 
(100%) del valor FOB de la mercancía 
dejada de exportar. Esta sanción sólo 
aplica al importador y/o al titular de los 
programas especiales de exportación 
PEX, según corresponda.
15.2.1.7. Prohibición de importación 
de productos y bienes fabricados 
con trabajo forzado u obligatorio. Se 
prohíbe la importación o exportación de 
bienes, productos o mercancías hacia 
y desde territorio aduanero nacional, 
que hayan sido extraídos, producidos, 
manufacturados, transformados, 
distribuidos o comercializados a partir de 
trabajo forzoso u obligatorio. La sanción 
aplicable será de multa equivalente a 
mil unidades de valor tributario (1.000 
UVT) por cada operación. 
Para la aplicación de la prohibición 
prevista en el presente artículo será 
necesario que de forma previa se 
haya obtenido información objetiva, 
verificable y suficiente en relación con 
las medidas de trabajo forzoso que se 
identifican y se haya podido concluir 
de manera cierta e indiscutible que ha 
tenido lugar la utilización de trabajo 
forzoso en su extracción, producción, 
manufactura, transformación, 
distribución, comercialización o en 
cualquier otra etapa de la cadena de 
producción, suministro o venta del 
producto, bien o mercancía. 
Para efectos de la presente disposición, 
se entenderá por trabajo forzoso u 
obligatorio todo trabajo o servicio 
exigido a una persona bajo la amenaza 
de una pena cualquiera y para el cual 
dicha persona no se haya ofrecido 
voluntariamente, definición adoptada 
a partir de lo contenido en el artículo 
1° del Convenio número 29 de 1930 
de la Organización Internacional del 
Trabajo, aprobado mediante la Ley 23 
de 1967, así como las demás normas 
internacionales en la materia ratificadas 
por Colombia concordantes y aplicables 
a la definición. 

adoptadas cuando se hubiere conocido 
un riesgo relevante. La adopción 
de medidas de debida diligencia 
no constituirá garantía absoluta de 
inexistencia de trabajo forzoso en una 
cadena de suministro, pero será valorada 
conforme a las circunstancias concretas 
de la operación y a las obligaciones 
legales aplicables al sujeto investigado. 
Parágrafo 3°. La DIAN podrá solicitar 
información y asistencia técnica al 
Ministerio del Trabajo, al Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo y 
a las demás autoridades nacionales 
competentes, así como intercambiar 
información con autoridades extranjeras 
y organismos internacionales. La 
participación de otras autoridades no 
reemplazará la competencia de la DIAN 
para determinar la infracción, imponer la 
sanción y adoptar las medidas aduaneras 
correspondientes. 
Parágrafo 4°. El procedimiento para 
la investigación, determinación e 
imposición de la sanción se sujetará 
a la Ley 2586 de 2026 y a las 
normas aduaneras que la desarrollen, 
modifiquen o sustituyan. En lo no 
regulado expresamente, se aplicará la 
Ley 1437 de 2011, garantizando los 
principios de legalidad, tipicidad, debido 
proceso, defensa, contradicción, buena 
fe, proporcionalidad, favorabilidad, 
prevalencia de lo sustancial y debida 
diligencia.
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1. Texto del proyecto de ley 2. Texto propuesto para primer 
debate 3. Observaciones

Las mercancías respecto de las cuales 
se determine la configuración de la 
prohibición prevista en el presente 
artículo estarán sujetas a las medidas de 
control aduanero, previstas en el artículo 
7° de la presente ley. Así mismo, la 
adopción de estas medidas se sujetará 
al procedimiento descrito por el artículo 
9° y podrá ser revisada por el Comité 
de Revisión de Aprehensiones en los 
términos del artículo 8°. 
Parágrafo 1°. Para la determinación 
de la información objetiva, verificable 
y suficiente a que se refiere el presente 
subnumeral, la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales (Dian) podrá 
tener en cuenta, entre otras fuentes, 
los informes y listados elaborados 
por la Organización Internacional del 
Trabajo, por organismos multilaterales 
de derechos humanos y por autoridades 
extranjeras competentes en materia de 
prevención del trabajo forzoso en el 
comercio internacional, sin perjuicio 
de la información que de oficio recaude 
o que le sea allegada por cualquier 
persona natural o jurídica. 
Parágrafo 2°. El procedimiento para 
la investigación, determinación y 
aplicación de la prohibición y sanción 
previstas en este subnumeral se sujetará 
a lo dispuesto en el Decreto número 
1165 de 2019, o las normas que lo 
adicionen, sustituyan o modifiquen, y, 
en lo no previsto en dicha normativa, 
a las disposiciones del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo (Ley 1437 
de 2011), garantiz ando en todo caso el 
derecho de defensa y contradicción del 
usuario aduanero investigado.

Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. 
La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. 
La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias, 
sin perjuicio de la aplicación de 
las normas aduaneras vigentes que 
resulten compatibles con la presente 
ley y de las actuaciones administrativas 
iniciadas con anterioridad, las cuales 
continuarán rigiéndose por las 
normas aplicables al momento de su 
iniciación, cuando ello corresponda 
conforme al ordenamiento jurídico.

Se conserva la regla general 
de vigencia, pero se introduce 
una precisión destinada a evitar 
conflictos interpretativos con el 
régimen aduanero vigente y con 
los procedimientos administrativos 
en curso. La modificación busca 
preservar la seguridad jurídica y la 
aplicación temporal de las normas 
sancionatorias, evitando que la nueva 
disposición sea interpretada como 
una derogación general del régimen 
aduanero o como una habilitación 
para aplicar retroactivamente la nueva 
infracción a hechos anteriores a su 
entrada en vigor.
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6.	 CONFLICTO DE INTERÉS
De conformidad con los artículos 286 y siguientes 

de la Ley 5ª de 1992, modificados por la Ley 
2003 de 2019, los congresistas deberán examinar 
individualmente si respecto de su participación en 
el trámite del proyecto se configura algún conflicto 
de interés.

El proyecto establece reglas de carácter general 
y abstracto relacionadas con el régimen aduanero, 
el comercio exterior y la protección contra el trabajo 
forzoso.

No se identifica, de manera general, un beneficio 
particular, directo y actual para los suscritos 
congresistas derivado de la aprobación de la 
iniciativa.

En consecuencia, no se advierte de manera 
general una causal de conflicto de interés respecto 
del trámite del proyecto.

Sin perjuicio de lo anterior, cada congresista deberá 
realizar su valoración individual de conformidad con 
las circunstancias particulares previstas en la Ley 5ª 
de 1992 y, de ser el caso, manifestar oportunamente 
el impedimento correspondiente.

7.	 PROPOSICIÓN
Por las consideraciones anteriormente expuestas, 

solicitamos respetuosamente a los honorables 
Representantes de la Comisión Segunda 
Constitucional Permanente de la Cámara 
de Representantes dar PRIMER DEBATE Y 
APROBAR el Proyecto de Ley número 286 de 
2026 Cámara:

Por medio de la cual se modifica el artículo 15 de 
la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 para incluir una 
infracción aduanera que prohíba la importación o 
exportación de bienes, productos o mercancías 
hacia y desde territorio aduanero nacional, que 
hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, 
transformados, distribuidos o comercializados a 
partir de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan 
otras disposiciones” 

Junto con las modificaciones propuestas al 
articulado incorporadas a la presente ponencia.

De los honorables Representantes,

8.	 TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE

PROYECTO DE LEY NÚMERO 286 DE 
2026 CÁMARA

Por medio de la cual se modifica el artículo 15 
de la Ley 2586 del 19 de junio de 2026 para incluir 
una infracción aduanera que prohíba la importación 
o exportación de bienes, productos o mercancías 
hacia y desde territorio aduanero nacional, que 
hayan sido extraídos, producidos, manufacturados, 
transformados, distribuidos o comercializados a 
partir de trabajo forzoso u obligatorio y se dictan 
otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto modificar el artículo 15 de la Ley 2586 de 
2026, mediante la incorporación de una infracción 
aduanera que prohíba la importación o exportación de 
bienes, productos o mercancías que hayan sido total o 
parcialmente extraídos, producidos, manufacturados 
o transformados mediante trabajo forzoso u 
obligatorio, y establezca las condiciones legales para 
su determinación, control y sanción.

Artículo 2°. Modificación del artículo 15 de la 
Ley 2586 del 19 de junio de 2026. Adiciónese el 
subnumeral 15.2.1.7 al numeral 15.2.1 del artículo 15 
de la Ley 2586 de 2026, el cual quedará así: 

“15.2.1.7. Importar o exportar bienes, productos 
o mercancías que hayan sido total o parcialmente 
extraídos, producidos, manufacturados o 
transformados, mediante trabajo forzoso u obligatorio. 
La sanción aplicable será de multa equivalente a mil 
(1.000) Unidades de Valor Tributario (UVT) por 
cada operación. Para efectos de este subnumeral, 
se entenderá por trabajo forzoso u obligatorio todo 
trabajo o servicio exigido a una persona bajo la 
amenaza de una pena cualquiera y para el cual dicha 
persona no se haya ofrecido voluntariamente. 

La infracción se configurará cuando, a partir 
de una valoración integral de los medios de prueba 
e información objetiva, verificable, pertinente y 
suficiente incorporada al expediente, se encuentre 
debidamente acreditado el vínculo entre los bienes 
objeto de la operación de comercio exterior y la 
utilización de trabajo forzoso u obligatorio en alguna 
de las etapas de extracción, producción, manufactura 
o transformación y en cualquier otra etapa de la 
cadena de producción, suministro o venta.

Las mercancías respecto de las cuales se 
determine la configuración de la prohibición prevista 
en el presente artículo estarán sujetas a las medidas 
de control aduanero, previstas en el artículo 7° de la 
presente ley. Así mismo, la adopción de estas medidas 
se sujetará al procedimiento descrito por el artículo 9° 
y podrá ser revisada por el Comité de Revisión de 
Aprehensiones en los términos del artículo 8°. 
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Parágrafo 1°. Para la identificación y 
valoración de riesgos, la DIAN podrá considerar, 
entre otras fuentes, información proveniente de 
autoridades nacionales o extranjeras competentes, 
la OIT, organismos internacionales y multilaterales, 
decisiones judiciales o administrativas, informes y 
reportes verificables, denuncias o comunicaciones 
debidamente corroboradas, información de 
trazabilidad, auditorías, certificaciones, declaraciones 
de debida diligencia, sistemas de gestión de riesgo y 
las pruebas obtenidas en ejercicio de las facultades 
de fiscalización y control. Los listados indicativos 
de riesgo tendrán carácter preventivo y orientador 
para la gestión del riesgo y la focalización del 
control. Las decisiones administrativas deberán 
estar debidamente motivadas y expresar de manera 
razonada la valoración de los medios de prueba. La 
mera procedencia geográfica de la mercancía, su 
pertenencia a un sector de riesgo, una denuncia no 
corroborada, una alerta o su inclusión en un listado 
indicativo no serán suficientes, por sí solas, para 
imponer la sanción.

Parágrafo 2°. En la determinación de la 
responsabilidad se garantizará la debida diligencia 
del declarante y de los demás sujetos responsables, 
de conformidad con las causales de exoneración 
previstas en la Ley 2586 de 2026. Para tal efecto podrán 
valorarse, entre otros elementos, los mecanismos 
razonables de trazabilidad, identificación y gestión 
de riesgos, controles sobre la cadena de suministro y 
las medidas correctivas adoptadas cuando se hubiere 
conocido un riesgo relevante. La adopción de 
medidas de debida diligencia no constituirá garantía 
absoluta de inexistencia de trabajo forzoso en una 
cadena de suministro, pero será valorada conforme 
a las circunstancias concretas de la operación y a las 
obligaciones legales aplicables al sujeto investigado. 

Parágrafo 3°. La DIAN podrá solicitar 
información y asistencia técnica al Ministerio del 
Trabajo, al Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo y a las demás autoridades nacionales 
competentes, así como intercambiar información 
con autoridades extranjeras y organismos 
internacionales. La participación de otras autoridades 
no reemplazará la competencia de la DIAN para 
determinar la infracción, imponer la sanción y 
adoptar las medidas aduaneras correspondientes. 

Parágrafo 4°. El procedimiento para la 
investigación, determinación e imposición de 
la sanción se sujetará a la Ley 2586 de 2026 
y a las normas aduaneras que la desarrollen, 
modifiquen o sustituyan. En lo no regulado 
expresamente, se aplicará la Ley 1437 de 
2011, garantizando los principios de legalidad, 
tipicidad, debido proceso, defensa, contradicción, 
buena fe, proporcionalidad, favorabilidad, 
prevalencia de lo sustancial y debida diligencia. 
Artículo 3°. Vigencia y derogatorias. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias, sin 
perjuicio de la aplicación de las normas aduaneras 
vigentes que resulten compatibles con la presente ley 

y de las actuaciones administrativas iniciadas con 
anterioridad, las cuales continuarán rigiéndose por 
las normas aplicables al momento de su iniciación, 
cuando ello corresponda conforme al ordenamiento 
jurídico.

De los honorables Congresistas,
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